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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	08-11997-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Gabriel Sragovicz Guterman

Instacredit S.A.
	02-09-08
	COBRO DE PATENTES EN LA MUNICIPALIDAD DE HEREDIA

-Artículo 15 inciso a) de la Ley de Patentes de la Municipalidad de Heredia. No. 7247 del 20 de agosto de 1991. 

La norma impugnada obliga a pagar impuesto de patente diferente a las entidades financieras y los pone a pagar según los ingresos por intereses brutos o comisiones, lo que estima inconstitucional, pues implica una tributación mayor para determinadas actividades. Asimismo, acusa que se aplica a sujetos que no se encuentran expresamente señalados en la norma legal. 



	08-12015-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Miguel Morales Lobo
	02-09-08
	MULTAS EN PLAN REGULADOR DE SAN JOAQUIN DE FLORES

-Artículo 22 del Plan Regulador del Cantón de San Joaquín de Flores. 

La norma impugnada establece que “cuando se trate de construcciones en usos permitidos sin el debido permiso municipal, se suspenderá inmediatamente la obra y se aplicará al infractor una multa equivalente a diez veces el importe de los permisos de construcción. Se considera una multa excesiva.



	08-12017-0007-CO

Consulta Legislativa


	Francisco Antonio Pacheco Fernández

Presidente de la Asamblea Legislativa.


	02-09-08
	TRATADO DE LIBRE COMERCIO CON PANAMA

-Aprobación del Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Panamá y del Protocolo Bilateral entre la República de Costa Rica y la República de Panamá al Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Panamá. Expediente Legislativo No. 16906.

	08-12077-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Sandra Romero Guerrero
	04-09-08
	CARGOS SIMULTANEOS EN LA FUNCION PÚBLICA

-Artículo 17 párrafo primero de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. Ley No. 8422 del 06 de octubre del 2004. Publicada en La Gaceta No. 212 del 29-10-04.

Estima el accionante que la norma impugnada es inconstitucional por cuanto la coloca en una situación de desigualdad al no permitir desempeñarse en cargos simultáneos, (para dar clases en secundaria) lo que si se le otorga a quienes ejercen docencia en educación superior. 



	08-12078-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal de Santa Cruz
	04-09-08
	OMISION DE RESOLVER

- Se consulta sobre la no resolución de dos incidencias de actividad  procesal defectuosa y una acción de prejudicialidad, si son violatorias del debido proceso y al derecho de defensa. 

 

	08-12194-0007-CO


	María Dolores Ramírez Bonilla 


	05-09-08
	DESPIDO POR FALTAS GRAVES

-Artículo 43 párrafos 1 y 2 del Estatuto del Servicio Civil.

-Artículo 43 inciso c) del Reglamento al Estatuto del Servicio Civil. Ley 1581 del 20 de mayo de 1953 y sus reformas. 

-Artículo 94 del Decreto No. 33270-C. Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes. 

Las normas señaladas regulan el despido por faltas graves, se presta para hacer despidos por causales no previstas legalmente. 

	08-12174-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Cesar Hines Céspedes y otros


	08-09-08
	REMISION A LA VIA LABORAL DE NULIDAD DE ACTOS ADMINISTRATIVOS VINCULADOS A UNA RELACION DE EMPLEO PÚBLICO.

-Jurisprudencia en razón de competencia por la materia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia. 

-Artículo 4 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa.

-Numeral 03 del Código Procesal Contencioso Administrativo.

Se declara la incompetencia del Juzgado Contencioso Administrativo en cuanto al conocimiento de la ilegalidad de actos administrativos dictados por la Administración Activa, en donde se ha considerado que pese a no existir una pretensión de naturaleza laboral, se ha considerado como competente al Juez de Trabajo del II Circuito Judicial de San José. 



	08-12234-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Víctor Emilio Granados Calvo

Asociación Siete Mil Seiscientos
	08-09-08
	REGIMEN DE PENSIONES PARA PERSONAS CON ALGUNA DISCAPACIDAD.

- Artículos 2, 4, 7, 8 inciso b) y 10 Reglamento al Sistema de Pensiones del Régimen no Contributivo de la CCSS. Publicado en La Gaceta No. 102 del 29-05-2007.

-Artículo 7 del Reglamento No. 18936-S del 12-04-1989. Reglamento a la Ley de Pensión Vitalicia para Personas con Parálisis Cerebral. Publicado en La Gaceta No. 82 del 28 de abril de 1989. 

-Acuerdo de la Junta Directiva de la CCSS adoptado mediante sesión No. 7210 del 24 de marzo de 1998. 

Se acusa que la CCSS aplica los mismos requisitos para otorgar pensiones del Régimen no Contributivo al de las personas con alguna discapacidad. 



	08-12354-0007-CO

Consulta Judicial 


	Juzgado de Trabajo de Liberia
	10-09-08
	JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL DE TRABAJO

-Jurisprudencia del Tribunal de Trabajo del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, en el voto 51-2008, donde anuló parcialmente la sentencia de primera instancia y reenvió el asunto ordenando a esta autoridad dictar una segunda sentencia parcial. Lo anterior, porque considera que se tendría un expediente con dos sentencias dentro de un mismo proceso causando un vicio grave que violente el principio debido proceso.

  

	08-12383-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Rosa María Acosta Ramírez

Asociación de Trabajadoras Domésticas.


	11-09-08
	MAXIMO DE LA JORNADA LABORAL DE LAS SERVIDORAS DOMESTICAS.

-Artículo 104 inciso c) del Código de Trabajo. 

La norma impugnada señala que estarán sujetos a una jornada ordinaria máxima de doce horas, teniendo derecho dentro de ésta un descanso mínimo de una hora, que podrá coincidir con los tiempos destinados a alimentación. En caso de jornadas inferiores a doce horas pero mayores de cinco, el descaso será proporcional a las mismas. La jornada podrá dividirse en dos o tres fracciones, distribuidas dentro de un lapso de quince horas contadas a partir de la iniciación de labores. Eventualmente podrá ocupárseles en jornada extraordinaria hasta por cuatro horas, y se les remunerará ese tiempo adicional en los términos del párrafo primero del artículo 139 de este Código. Los servidores mayores de doce años pero menores de dieciocho, podrán ejecutar únicamente jornadas hasta de doce horas; 



	08-12413-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Xenia Brenes Brenes
	11-09-08
	REBAJO DE SALARIO POR INCAPACIDAD PROLONGADA DEL TRABAJADOR.

-Punto 4.2 del Instructivo para Registro, Control y pago de los empleados de la Caja Costarricense de Seguro Social.

La norma señala que después de 355 días de encontrarse incapacitado un funcionario, se le rebaja un 33% del salario. 



	08-12465-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Fernando Sandí Jiménez y otro
	12-09-08
	PLAN REGULADOR DE ESCAZU

-Artículo 5.3.3 del Reglamento del Plan Regulador del Cantón de Escazú.

La norma impugnada señala una limitación a la propiedad, pues tienen que ceder parte de su terreno, cuando deseen fraccionar frente a calle pública existente que no tenga el ancho de vía que se exige en el plan regulador. 



	08-12500-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Sigifredo Ríos Elizondo
	13-09-08
	CONCURSOS DE PLAZAS DE ENFERMERAS EN LA CCSS

-Artículos 20 inciso f), 21 y siguientes de la Ley No. 7085. Estatuto de Servicios de Enfermería y su Reglamento.

Se alega un trato desigual por la recalificación de puestos de Enfermeras Supervisoras del Primer Nivel de Atención. Se impugnan limitaciones para participar en concursos. 

	08-12512-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Enrique González Aguiluz
	16-09-08
	INCUMPLIMIENTO DE CONTRATO

-Artículo 692 del Código Civil.

La norma impugnada señala que en los contratos bilaterales va siempre implícita la condición resolutoria por falta de cumplimiento. En este caso la parte que ha cumplido puede exigir el cumplimiento del convenio o pedir se resuelva con daños y perjuicios. 



	08-12552-0007-CO

Consulta Legislativa Facultativa


	Olivier Pérez Gómez y otros
	16-09-08
	TRAMITES PARA INSTALACION DE MARINAS Y ATRACADEROS TURÍSTICOS

-Proyecto de Ley de Simplificación de Trámites para la Instalación de Marinas y Atracaderos Turísticos. Expediente No. 14836.



	08-12571-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Thais Hernández Portilla
	17-09-08
	REQUISITOS PARA EL OTORGAMIENTO DE PENSIÓN A PERSONAS CON DISCAPACIDAD

- Artículos 3 y 4 del Reglamento del Programa del Régimen no Contributivo de Pensiones de la CCSS. 

Las normas señaladas establecen como requisitos para el otorgamiento de pensión a personas con discapacidad, acreditar la existencia del estado de necesidad.



	08-12575-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Arnoldo Segura Santiesteban
	17-09-08
	PLAZO DE PRESCRIPCIÓN PARA RECLAMO DE INDEMNIZACIONES POR EXPROPIACIÓN.

- Artículo 24 Ley de Caminos Públicos

- Artículo 63 Ley de Expropiaciones

 

Se establece como plazo de prescripción para hacer reclamos por expropiación del Estado un plazo de 1 a 10 años.



	08-12806-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Marlon Esquivel Díaz

Colegio de Profesionales en Informática y Computación. 


	23-09-08
	QUORUM EN ASAMBLEAS GENERALES DEL COLEGIO DE PROFESIONALES EN INFORMATICA

- Artículo 15 de la Ley 7537 del 07 de setiembre de 1995.

La norma impugnada señala que la Asamblea General del Colegio de Profesionales en Informática y Computación, tanto en sesiones ordinarias como extraordinarios, iniciará al menos con la mitad más uno de sus miembros activos. Si a la hora señalada no existe dicho quórum, la Asamblea sesionará una hora después en segunda convocatoria, con un siete por ciento (7%), como mínimo, de los miembros activos del Colegio. 



	08-12885-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Juan Luis Vargas Vargas
	24-09-08
	DESPIDO DE FUNCIONARIO DESPUES DE TRES MESES DE INCAPACIDAD.

-Artículo 80 del Código de Trabajo

La norma señala que  transcurrido el período de tres meses, el patrono podrá dar por  terminado el contrato de trabajo, cubriendo al trabajador importe del preaviso, auxilio de cesantía y demás indemnizaciones. 



	08-12906-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Mario José Piedra Montalbán
	24-09-08
	DELITO DE ASOCIACION ILICITA

· Artículo 274 del Código Penal

La norma señala que será reprimido con prisión de uno a seis años, quien tome parte en una asociación de dos o más personas para cometer delitos, por el solo hecho de ser miembro de la asociación. La pena será de seis a diez años de prisión si el fin de la asociación es cometer actos de terrorismo o secuestro extorsivo. Estima el accionante que la asociación ilícita no está descrita qué es, por lo que no causa ningún daño a ningún bien jurídico, pues el daño se causa por los delitos que finalmente cometan los miembros de la asociación, quienes no obstante estarían recibiendo un plus de castigo, un castigo adicional que no encuentra asidero en el campo de las “conductas que afecten a otros”. 



	08-13121-0007-CO

Consulta Judicial 


	Tribunal de Casación Penal del Tercer Circuito 
	26-09-08
	ABANDONO DAÑINO DE ANIMALES.

- Se consulta sobre la eventual desproporción en que incurre el legislador al fijar la escala penal del delito de descuido de animales (art. 130 bis del Código Penal), pues según se dice, este delito contempla una escala punitiva más severa en relación con delitos de un contenido injusto mayor que, incluso podrían llegar a desplazar su propia punibilidad, incluso podrían llegar a desplazar su propia punibilidad, tal es el caso de las lesiones culposas. 

	08-13221-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Marco Enrique Vargas Leitón
	29-09-08
	SANCIONES A ESTUDIANTES

-Capítulo III, artículos 60, 62, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 80,81,82,83,84,87 del Reglamento de Evaluación de los Aprendizajes. Decreto No. 3165-MEP.

Se considera que este Reglamento es inconstitucional en tanto se aplica a menores de primaria, quienes no  tienen la misma capacidad que estudiantes de colegio. En el caso concreto se le está aplicando a un niño de primer grado. 



	08-13240-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Alexander Vargas Rojas
	30-09-08
	LIMITE MAXIMO DE UNA PENA DE PRISION. 

-Ley 7389 publicada en La Gaceta No. 83 del 02-05-1994, que reformó los artículos 51 y 76 del Código Penal. 

Considera el accionante que hubo irregularidades legislativas en la aprobación de la ley. 


	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	08-08641-0007-CO

Voto 2008-13432
	03-09-08
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Sección Segunda del Tribunal de Casación Penal del Tercer Circuito Judicial de Alajuela en lo referente al artículo 6 párrafo primero del Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos de América, ratificado por Ley número 7146 del 30 de abril de 1990. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 6 párrafo primero del Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos de América, ratificado por Ley número 7146 del treinta de abril de mil novecientos noventa, no resulta inconstitucional.-



	08-10571-0007-CO

Voto 2008-13433
	03-09-08
	A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Alfonso Somarribas Zúñiga en contra de los artículos 450, 451 y 451 bis del Código Procesal Penal. Se rechaza por el fondo la acción.-



	05-08111-0007-CO

Voto 2008-13434


	03-09-08
	A las catorce horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Olga Marta Bonilla Barboza en contra de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, y su Reglamento. Se rechaza por el fondo la acción en relación con el artículo 29, incisos d) y h) y el artículo 53 de la Ley N° 8422. En lo demás, se rechaza de plano.-

El Magistrado Armijo salva el voto y ordena dar curso.-



	08-06840-0007-CO

Voto 2008-13435
	03-09-08
	A las catorce horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Nicole Elise Kater en contra de los artículos 11 y 12 del Tratado de Extradición entre Costa Rica y los Estados Unidos de América. Se rechaza por el fondo la acción.-



	08-02532-0007-CO

Voto 2008-13436
	03-09-08
	A las catorce horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Julio César García Cantón y otro en contra del artículo 16 de la Ley de Determinación de Beneficios Sociales y Económicos para la población afectada por el DBCP. Se declara sin lugar la acción.-

El Magistrado Jinesta pone nota.-



	08-05900-0007-CO

Voto 2008-13437
	03-09-08
	A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cecilia Fernández Arce y otros en contra del Reglamento de Ventas Ambulantes y Estacionarias de Conformidad con el Transitorio Dos de la Ley número 6587 del 24/08/1981 y el artículo 47 del Código Municipal (No vigente este último). Se rechaza de plano la acción.-



	08-06022-0007-CO

Voto 2008-13438
	03-09-08
	A las catorce horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Hilda Leal Hernández en contra del Decreto Ejecutivo número 34190-S y el Reglamento al Estatuto de Servicios de Enfermería. Se rechaza de plano la acción.-



	08-09018-0007-CO

Voto 2008-13439
	03-09-08
	A las catorce horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Damaris Araya Araya y otro en contra del artículo 4 inciso c) del Decreto Ejecutivo número 34190-S. Adición del Transitorio 6 al Reglamento del Estatuto de Servicios de Enfermería del 30/10/07. Se rechaza de plano la acción.-



	08-06384-0007-CO

Voto 2008-13440
	03-09-08
	A las catorce horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ana Julia Araya Alfaro en contra del artículo 2 de la Ley número 5919 del 30 de julio de 1976, frase que dice: en propiedad. Se rechaza de plano la acción.-



	08-08051-0007-CO

Voto 2008-13441
	03-09-08
	A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Quirino Rosales Obando y otros en contra de la Ley número 8635 del 06 de marzo de 2008, Ley que aprueba el Convenio Internacional para la Protección de Obtenciones Vegetales, publicada en La Gaceta número 83 del 30/04/08. Se rechaza de plano la acción.-



	08-10308-0007-CO

Voto 2008-13442
	03-09-08
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Seidy Campos Monge en contra del artículo 695 del Código Procesal Civil. Se rechaza de plano la acción.-



	08-06966-0007-CO

Voto 2008-13443
	03-09-08
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Elías José Lizano Jarquín en contra del Acuerdo de la Junta Directiva de la sesión 5758 del Instituto Costarricense de Electricidad de fecha 25 de septiembre de 2006. Se rechaza de plano la acción.-



	08-09900-0007-CO

Voto 2008-13444
	03-09-08
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mauricio Monge Agüero en contra de los artículos 50, 54:b), 55, 57, 59, 66 al 82 de la Segunda Convención Colectiva y de Trabajo del Instituto Tecnológico de Costa Rica y 32, 56, 59, 79 del Estatuto Orgánico del Instituto Tecnológico de Costa Rica. Se rechaza de plano la acción.-



	08-11473-0007-CO

Voto 2008-13445
	03-09-08
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fernando Chaves Alvarado en contra del artículo 19 del Reglamento del Cementerio de Tibás, publicado en La Gaceta número 38 del 24/02/99. Se rechaza de plano la acción.-



	07-07045-0007-CO

Voto 2008-13446
	03-09-08
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al proceso de revisión de Cristian Mejías Chavarría. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que diseño legislativo para la intervención del juez en la Ley Penal Juvenil no es inconstitucional por sí mismo, en el tanto en que la tramitación y decisión de los procesos concretos respete el derecho fundamental del menor acusado a que un juez imparcial decida su causa. De igual forma, la fundamentación adecuada, razonada y suficiente de todas las circunstancias que pueden incidir en la fijación del monto de la pena, y su necesaria proporcionalidad frente al hecho que se atribuyó, forman parte integrante del debido proceso. Corresponde al Tribunal consultante determinar lo pertinente en el caso concreto, según se ha expuesto y declarar lo procedente.-



	07-12659-0007-CO

Voto 2008-13447
	03-09-08
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal. Estése a lo resuelto en la sentencia número 13446-08 de esta Sala.-



	08-11797-0007-CO

Voto 2008-13448
	03-09-08
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente a la Aprobación de la Enmienda al Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono, expediente legislativo número 16.018. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de Aprobación de la Enmienda al Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono, que se tramita en el expediente legislativo número 16.018, no contiene roces con los principios y normas constitucionales. Notifíquese.-

	08-03576-0007-CO

Voto 2008-13843
	17-09-08
	A las catorce horas con treinta minutos. Conflicto de Competencia. Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda del Segundo Circuito Judicial, Goicoechea, respecto al conocimiento de acción de inconstitucionalidad. Se rechaza el conflicto de competencia planteado por el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, y se devuelven los autos.-



	08-04172-0007-CO

2008-13844
	17-09-08
	A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Guedrum Blanco Marchena en contra del Decreto Ejecutivo número 31356-COMEX-H y su artículo 18 inciso b) del 04 de noviembre de 2006. Se rechaza de plano la acción.-



	08-09306-0007-CO

Voto 2008-13845
	17-09-08
	A las catorce horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Enrique Otilio Soto Chaves en contra de la reforma del artículo 3 del Reglamento General del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte. Se rechaza de plano la acción.-



	08-08894-0007-CO

Voto 2008-13846
	17-09-08
	A las catorce horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Manuel Echandi Meza en contra del artículo 21 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, publicada en La Gaceta 161 del 23 de agosto de 2007. Se rechaza de plano la acción.-


	08-07190-0007-CO

Voto 2008-13847
	17-09-08
	A las catorce horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Emma María Sandoval Juárez en contra del artículo 9.1 inciso a) del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza por el fondo la acción.-


	08-10005-0007-CO

Voto 2008-13848
	17-09-08
	A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mariano Castillo Bolaños en contra del artículo 67, inciso d), de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. Se rechaza de plano la acción.-



	08-05155-0007-CO

Voto 2008-13849
	17-09-08
	A las catorce horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Waldemar Núñez López en contra de los lineamientos sobre requisitos de los cargos de Auditor y Sub Auditor internos y las condiciones para gestiones de nombramientos a dichos cargos, publicados por la Contraloría General de la República en La Gaceta número 236 del 08 de diciembre de 2006, y el oficio número 01772, DAGJ-0267-2008 del 27 de febrero de 2008 de la Contraloría General de la República. Se rechaza de plano la acción.-



	06-01800-0007-CO

Voto 2008-13850
	17-09-08
	A las catorce horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Chiclera Costarricense Sociedad Anónima, en contra del artículo 54 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Se declara sin lugar la acción.-



	07-10941-0007-CO

Voto 2008-13851
	17-09-08
	A las catorce horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Helberto Moreira González en contra del Acuerdo 2007-23-006, punto 2, tomado por la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica el 19 de junio de 2007. Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anula el acuerdo 2007-23-006, punto 2, tomado por la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica el 19 de junio de 2007. Por conexidad, también se anula el punto 4 del acuerdo aludido. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. En consecuencia, deberá el Colegio de Abogados de Costa Rica, cancelar de oficio el registro de todas aquellas sanciones que tengan diez o más años de haber sido cumplidas. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

La Magistrada Abdelnour pone nota.-



	07-07650-0007-CO

Voto 2008-13852
	17-09-08
	A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José en lo referente al artículo 130 bis del Código Penal. Se evacua la consulta judicial formulada en el sentido de que es inconstitucional la siguiente expresión del artículo 130 bis del Código Penal: “Se impondrá pena de quince días a tres meses de prisión a quien tuviere un animal peligroso, sin las condiciones idóneas para garantizar la seguridad de las personas” y, por ende, se anula. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y, publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese a los Poderes Legislativo y Ejecutivo, y al Instituto Nacional de Criminología. Notifíquese.-

El Magistrado Vargas Benavides salva el voto y evacua la consulta en el sentido que la disposición aludida no vulnera el Derecho de la Constitución.-



	08-11560-0007-CO

Voto 2008-13853
	17-09-08
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia en lo referente al Recurso de Revisión de Ángel Aragón Calderón. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que: a) la tramitación de un proceso penal mediante el procedimiento de citación directa no lesiona por sí mismo derecho constitucional alguno de los que son objeto de protección mediante el proceso de revisión de sentencia. b) una lesión sustancial del derecho de defensa material del acusado durante la realización del debate constituye una infracción al debido proceso, situación que corresponde a la autoridad consultante determinar en el caso concreto para resolver lo que proceda.-



	08-11335-0007-CO

Voto 2008-13854
	17-09-08
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Vargas Pizarro en contra del artículo 259, inciso a), del Código Procesal Penal. Se deniega el trámite a esta acción.-



	08-11660-0007-CO

Voto 2008-13930
	18-09-08
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Antonio Fernández Brich en contra del artículo 5) inciso d) del Código Notarial. Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número 08-009563-0007-CO se tramita ante esta Sala.-



	08-05078-0007-CO

Voto 2008-14008
	19-09-08
	A las diez horas con diecisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Servicios Múltiples Automotrices Hermanos Gutiérrez, Sociedad Anónima, en contra del artículo 54 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, la frase que dice: “el nuevo término se computa desde el primero de enero siguiente al año calendario en que la respectiva resolución quede firme”. Se rechaza por el fondo la acción.-



	08-05077-0007-CO

Voto 2008-14009
	19-09-08
	A las diez horas con dieciocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. TICOPAGER Sociedad Anónima, en contra del artículo 54 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, la frase que dice: “el nuevo término se computa desde el primero de enero siguiente al año calendario en que la respectiva resolución quede firme”. Se rechaza por el fondo la acción.-



	08-05076-0007-CO

Voto 2008-14010
	19-09-08
	A las diez horas con diecinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rancho La Cascada de La Fortuna Sociedad Anónima, en contra del artículo 54 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Se rechaza por el fondo la acción.-



	08-11716-0007-CO

Voto 2008-14185
	24-09-08
	A las nueve horas con cincuenta y cinco minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado de Familia de Heredia en lo referente al artículo 96 del Código de Familia. No ha lugar a evacuar la consulta.-

Los Magistrados Vargas, Armijo y Abdelnour salvan el voto y ordenan dar curso.-



	05-09107-0007-CO

Voto 2008-14186
	24-09-08
	A las nueve horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Pico Blanco de Escazú en contra del Plan Regulador de Escazú. Se rechaza de plano la acción.-



	08-12500-0007-CO

Voto 2008-14187
	24-09-08
	A las nueve horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edita Caballero Núñez en contra del artículo 20 inciso f) y 21 de la Ley número 7085. Se rechaza de plano la acción.-



	08-11688-0007-CO

Voto 2008-14188
	24-09-08
	A las nueve horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Inversiones de Zapotillal Sociedad Anónima, en contra del Plan Regulador publicado por la Municipalidad de Santa Cruz referente a la Zona Costera de Playas Zapotillal y Nombre de Jesús, publicado en La Gaceta número 180 del 19 de diciembre de 2002. Se rechaza de plano la acción.-


	08-10848-0007-CO

Voto 2008-14189
	24-09-08
	A las nueve horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Inversiones Roca Verde de Playa Dominical Sociedad Anónima, en contra del artículo 17 del Reglamento para verificar el cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Trabajadores Independientes. Se rechaza de plano la acción.-



	08-11798-0007-CO

Voto 2008-14190
	24-09-08
	A las diez horas. Acción de Inconstitucionalidad. Rodrigo Johanning Quesada en contra de los artículos 184 bis, 374 y 376 del Código Penal. Se rechaza de plano la acción.-



	06-03049-0007-CO

Voto 2008-14191
	24-09-08
	A las diez horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. Tecnología Siglo Mágico Sociedad Anónima, en contra de los artículos 2 y 7 del Reglamento Municipal de Alajuelita para Máquinas de Juegos Permitidas, Vídeo Juegos y otras Máquinas (Golosinas, peluches, sorpresas, alimentos, bebidas sin alcohol, básculas y fotografías) publicado en La Gaceta número 49. Se rechaza de plano la acción.-


	04-10400-0007-CO

Voto 2008-14192
	24-09-08
	A las diez horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. J. Federico Campos Calderón en contra del artículo 114 del Código Penal. Se declara con lugar la acción. Se anula el artículo 114 del Código Penal. En consecuencia, las medidas de seguridad impuestas en aplicación de la norma declarada inconstitucional deben ser dadas por terminadas; sin perjuicio de que los pacientes voluntariamente deseen continuar el tratamiento psiquiátrico que se les brinda, según sus necesidades médicas. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

Los Magistrados Mora y Abdelnour declaran sin lugar la acción.-

El Magistrado Vargas declara inconstitucional únicamente la palabra “psiquiátrico” utilizada en la norma impugnada.-



	06-13183-0007-CO

Voto 2008-14193
	24-09-08
	A las diez horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Roberto Zamora Bolaños en contra del Decreto Ejecutivo número 33240-S del 23 de agosto de 2006. Se declara con lugar la acción. Se anulan los apartados 1200 Extracción de Minerales de Uranio y Torio, 2330 Elaboración de Combustible Nuclear, y 2813 Fabricación de Generadores de Vapor del Anexo #1 del Decreto Ejecutivo #33240-S del 30 de junio del 2006, todo sin perjuicio de lo dicho en el último considerando. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-


	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	08-10487-007-CO


	Andreína Vincenzi Guilá contra  el inciso e) del artículo 7 del Código Notarial. 

Resolución de 15:40 horas del 08 de agosto del 2008.

Boletines  Nº 168, 169 y 170 del 01, 02 y 03 de setiembre del 2008.


	EJERCICIO SIMULTÁNEO DEL NOTARIADO EN VARIAS INSTITUCIONES.

La norma se impugna en cuanto introduce una odiosa desigualdad y un parámetro discriminatorio en contra de los notarios públicos, que no existe para otros profesionales, restringiéndoles su derecho al trabajo y a la participación en igualdad de condiciones en cualquier tipo de contratación que promuevan las instituciones estatales descentralizadas y empresas públicas estructuradas como entidades privadas. Asimismo, limita sin justificación alguna y en forma discriminatoria, la participación de un grupo de notarios públicos en licitaciones de cualquier tipo, favoreciendo a otro grupo de los mismos profesionales. Finalmente restringe, sin ninguna razón objetiva, el derecho al trabajo de quienes son notarios. 

	08-7435-007-CO


	Arnulfo Carmona Martínez, para que se declare inconstitucional el artículo 4 inciso e) del Código Notarial. 

Resolución de 15:14 horas del 05 de agosto del 2008.
Boletines  Nº 168, 169 y 170 del 01, 02 y 03 de setiembre del 2008.


	INHABILITACION DE NOTARIO DECLARADO EN QUIEBRA, CONCURSO CIVIL O INTERDICCION.

La norma se impugna en cuanto establece la potestad de la citada Dirección de decretar la inhabilitación profesional del notario que sea declarado en quiebra, concurso civil o interdicción, mientras no sea rehabilitado. Considera el accionante que la disposición impugnada es irrazonable, pues carece de toda justificación que se disponga la inhabilitación del Notario que no tiene solvencia económica. Establecer dicho impedimento, en adición a la declaratoria de insolvencia, equivale a una suerte de doble sanción, inhabilitándose al Notario por razones ajenas al ejercicio de su profesión. Además, opina que es absurdo pretender que pueda recuperar su solvencia privándolo de la única herramienta de trabajo de que dispone, que es su profesión. Señala que “No debe ni puede la Dirección de Notariado mantenerme inhabilitado indefinidamente por una situación completamente ajena al ejercicio de mi profesión como notario”. Una sanción como la que se pretende viola el derecho constitucional al ejercicio de la profesión, por la que previamente se ha cumplido a cabalidad con todos y cada uno de los requisitos necesarios exigidos para ejercerla. 

	08-10252-007-CO


	Luis Carlos Castro Murillo contra el artículo  449 del Código Procesal Penal.

Resolución de las 9:45 del 22-08-08
Boletines  Nº 175, 176 y 177 del 10, 11 y 12 de setiembre del 2008.


	JURISPRUDENCIA DE LA SALA TERCERA SOBRE PRUEBA

Se alega la inconstitucionalidad de la jurisprudencia de la Sala Tercera que establece la posibilidad de dictar una sentencia condenatoria, en materia de delitos sexuales, fundamentada únicamente en la declaración incriminatoria del ofendido, como única prueba directa, lo que el accionante considera lesiona el principio de inocencia e in dubio pro reo, contenidos en los numerales supra citados de la Carta Magna.

	08-11410-007-CO


	Olman Arguedas Salazar contra las modificaciones publicadas en La Gaceta No. 90 del 11 de mayo del 2006 del Plan Regulador de Escazú.

Resolución de 15:30 horas del 08 de setiembre del 2008
Boletines  Nº 186, 187 y 188 del 26, 29 y 30 de setiembre del 2008.


	PLAN REGULADOR DE ESCAZU

Las modificaciones se impugnan en cuanto las reformas introducidas al Plan Regulador de Escazú el 11 de mayo de 2006 no fueron debidamente expuestas previo a la audiencia pública, de modo que, con ello estima se lesionó el debido proceso, el derecho a la salud y el principio de legalidad, al no haberse seguido el procedimiento de ley correspondiente y no informarse a los ciudadanos cuáles habrían de ser las modificaciones que se le harían al plan. 



	08-10781-007-CO


	Mario Andrés Loría y Alvaro Francisco Ugalde Víquez contra las siguientes frases contenidas en el Decreto Ejecutivo número 34295-MINAE denominado "Manual para Clasificación de tierras dedicadas a la conservación de los recursos naturales dentro de la zona marítimo terrestre de Costa Rica”: A).- Las frases “y a profesionales privados debidamente acreditados por los Colegios Profesionales  respectivos”  y  “Si presentada la respectiva solicitud no fuere rechazada por la oficina ante la que se presentó dentro de los treinta días naturales siguientes, se tendrá por producido  el silencio positivo en los términos de los artículos 330 y 331 de la Ley General de la Administración Pública”,  contenidas en los párrafos primero y segundo del artículo IV; B).- La frase “Este requisito será cumplido por los interesados públicos y/o privados debidamente acreditados quienes certificarán bajo fe pública la información consignada en los mapas”, incluida en el artículo VII inciso h); C).- La frase “En caso de duda para determinar las áreas de bosque es necesario realizar un muestreo sistemático y representativo, mediante parcelas de medición”, consignada en el artículo VII inciso b); y, D).- La frase “y los que se proponen en los Planes Reguladores”, incluida en las líneas uno y dos del Transitorio II.
Resolución de 10:40 horas del 10 de setiembre del 2008.

Boletines  Nº 186, 187 y 188 del 26, 29 y 30 de setiembre del 2008.


	DELIMITACION DEL PATRIMONIO NATURAL POR PARTE DE PROFESIONALES PRIVADOS.

Las frases de ese Decreto se impugnan pues al autorizar a profesionales privados para  realizar la delimitación del patrimonio natural, el Estado delega de manera indebida sus competencias esenciales de administración y delimitación de la propiedad pública, e invade competencias propias de la Asamblea Legislativa. Además, reclama que la normativa contraviene lo dispuesto en la Ley Forestal y la Jurisprudencia Constitucional, que  disponen que en materia de recursos naturales no opera el silencio positivo, en virtud del interés público en tutelar el ambiente como un derecho fundamental. En cuanto a la frase contenida en el artículo VII, inciso h), sostienen que el otorgamiento de fe pública a favor de particulares, es materia reservada a la ley, por lo que el Poder Ejecutivo excedió su potestad reglamentaria al conceder fe pública por medio de un decreto, actuación que vulnera el principio de legalidad y el derecho de todo ciudadano a disfrutar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado.  Por otra parte, alegan que al establecer que solo en caso de duda se realizara un muestreo sistemático y representativo que determine las áreas de bosque, se deja abierta la posibilidad de que se clasifiquen bosques de patrimonio natural del Estado, como terrenos de naturaleza para construir,  lo que permitiría que en casos en los que se  haya producido con anterioridad un cambio de uso del terreno, se afecte la propiedad pública, el derecho a un ambiente sano, a la vida, la salud y las bellezas escénicas; al liberar de las normas de protección las supuestas zonas urbanas que no tienen tal declaratoria y que sustituirán las condiciones naturales del sitio por infraestructura y otras características ajenas al ecosistema natural.  Mencionan, que la determinación por profesionales privados investidos con fe pública, de lo que constituye bosque del Estado, únicamente a través del muestreo,  es solapar y legitimar el cambio de uso que pudo haberse producido meses o años atrás, y cuya evidencia sólo existe en la fotografía histórica, y otras técnicas o estudios que no se indican en esta norma. Además, estiman que lo anterior resulta contrario al principio de razonabilidad, pues si lo que se pretende es la protección del patrimonio natural del Estado a través de la delimitación de su área, la norma no es idónea, por el contrario, favorece la apropiación de esas zonas por parte de los particulares. Finalmente, aducen que en la norma transitoria impugnada, se incluyen normas de fondo, las cuales a su vez derogan otras normas. Explican que no resulta factible incluir en un mapa oficial, caminos que no existen, ya que ello contraviene lo dispuesto en la Ley General de Caminos y propicia la apertura de caminos dentro del territorio correspondiente al Patrimonio Natural, con el consecuente cambio de uso del terreno.  Aseguran que las normas impugnadas regulan permisivamente la destrucción del patrimonio natural del Estado y quebrantan el principio preventivo en materia ambiental.   

Base: 08-004369-0007-CO.


	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	05-010758-0007-CO

Voto Nº 2007-03923

	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por José Francisco Alfaro Carvajal contra los artículos 27 y 28 de la Ley Forestal número 7575 del 13 de febrero de 1996. Boletín Judicial No. 175 del 10 de setiembre del 2008.

	07-13110-0007-CO

Voto Nº 2008-08262

	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por Giovanni Herrera Alvarado contra los artículos 4 inciso a) y 5 inciso b) del Reglamento del Servicio de Transporte Estudiantil en los Centros Educativos Públicos, Decreto Ejecutivo N 29023-MEP publicado en La Gaceta N 208 del 31 de octubre del 2000. Boletín Judicial No. 180 del 18 de setiembre del 2008.

	04-12348-0007-CO

Voto Nº 2008-07689

	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por Jorge Delgado Castaing contra los artículos 8, 10, 24, 29, 30, 53, 58 y 62 de la ley N 8422 “Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Fundación Pública”.


	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	EXPEDIENTE
	NORMATIVA IMPUGNADA Y POR TANTO
	VOTO 
	BOLETINES

	07-008000-0007-CO 


	Acción de Inconstitucionalidad. 
Promovida por Emilio Arana Puente contra los artículos 3, 4 y 6 del Reglamento Autónomo Municipal de Máquinas de la Municipalidad de Alfaro Ruiz, aprobado por el Consejo Municipal y publicado en La Gaceta N 132 del 10 de julio del 2006.

       “Se declara parcialmente CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anulan por inconstitucionales los artículos 3, 4 y 5 del Reglamento Autónomo Municipal de Máquinas de la Municipalidad de Alfaro Ruiz aprobado por el Consejo Municipal y publicado en La Gaceta número 132 del diez de julio del dos mil seis. En lo demás se declara sin lugar. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reseñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta  y publiquese integramente en el Boletin  Judicial. Notifíquese.”
    
	11932-08
	Boletines  Nº 168, 169 y 170 del 01, 02 y 03 de setiembre del 2008.



	07-014259-0007-CO 


	Acción de Inconstitucionalidad. 

Promovida por Mario Alberto Zamora Cruz contra el Decreto 33837-G.

        “Se declara sin lugar la acción”

	11924-08
	Boletines  Nº 168, 169 y 170 del 01, 02 y 03 de setiembre del 2008.



	03-000272-0007-CO 


	Acción de Inconstitucionalidad. 

Promovida por Ciro Casas Zamora en contra de las normas que reforman la Constitución Política.
        “Por mayoría se rechaza de plano la acción”

Los Magistrados Vargas Benavides y Cruz Castro salvan el voto, conceden legitimación al accionante y resuelven la acción por el fondo. El primero declara con lugar la acción con sus consecuencias; el segundo la declara sin lugar.
	12247-08
	Boletines  Nº 168, 169 y 170 del 01, 02 y 03 de setiembre del 2008.



	07-005271-0007-CO 


	Acción de Inconstitucionalidad. 

Promovida por Giovanni Castillo Diaz en contra del artículo 54 de la Ley de Asociaciones Solidaristas (6970).

        “Se declara sin lugar el recurso”

Los Magistrados Mora y Armijo salvan el voto y declaran con lugar la acción, con sus consecuencias.

	12248-08
	Boletines  Nº 168, 169 y 170 del 01, 02 y 03 de setiembre del 2008.
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AMBIENTE 

14669-08 BOTADERO DE BASURA EN LA CARPIO PROVOCA CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. Señala el recurrente que las autoridades recurridas no le dan el tratamiento necesario a la basura que depositan en el Botadero de  la Carpio, y que debido a esa actividad, a la cercanía a la zona urbana y a los efectos de los vientos, desde hace años sufre una serie de perjuicios por la degradación permanente y sostenida del medio ambiente, producto de la contaminación sónica y de la contaminación del aire con partículas de polvo y otras sustancias dañinas para la salud de los pobladores. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Ambiente y Energía, a la Secretaria General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, a la Ministra de Salud, y al Alcalde de la Municipalidad de San José,  que adopten, de manera conjunta, las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes, para determinar con certeza cuál es el grado o la magnitud de la contaminación ambiental que se produce a causa de la actividad desplegada por el funcionamiento del Relleno Sanitario La Carpio, en relación con el estudio realizado por la Universidad de Costa Rica. De igual manera, deberán ejecutar las medidas necesarias para corregir esa situación, todo lo anterior dentro del plazo improrrogable de 2 meses a partir de la notificación de esta sentencia, de todo lo cual se deberá rendir un informe a la Sala Constitucional. CL
14604-08. CONTAMINACIÓN CON AGUAS NEGRAS EN PRECARIO. Señala la parte recurrente que vive en el precario denominado "El nuevo Amanecer", ubicado en la avenida número 6 al fondo, de la Escuela Los Pinos 100 metros al norte, concretamente en la Urbanización Corina Rodríguez en San Felipe de Alajuelita. Indica que en dicha localidad existen seis ranchos y varios niños discapacitados con varios problemas de salud y existen aguas de cloacas estancadas y mal olientes, que les provocan nauseas, mareos y vómitos, todo esto a pesar de que las autoridades recurridas conocen del asunto pero no lo resuelve. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Salud o a quien en su lugar ejerza el cargo, de inmediato gire las órdenes sanitarias necesarias tendientes a evitar que se siga generando el problema de aguas negras y contaminación detectada, velando por el cumplimiento de las mismas. También se ordena al Alcalde Municipal de Alajuelita, y al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, coadyuvar de forma coordinada con el Ministerio de Salud, cada uno en cumplimiento de las funciones asignadas por ley, con la finalidad de detener la contaminación que se está generando en el Precario Nuevo Amanecer. Además, a todos se les ordena informar del resultado de sus gestiones a esta Sala dentro del término de dos meses, contado a partir de la notificación de esta resolución. CL
14589-08. CONTAMINACION QUE PROVOCA ACEQUIA EN HEREDIA. Alega el recurrente que en el distrito de San Vicente existe una acequia en la cual circula agua continuamente, proveniente del noreste del cantón de San Isidro de Heredia, también por recibir los desagües de las casas que ubican en la Calle de Don Pedro. Señalan que a partir de los años noventas la referida acequia se desborda en la época de invierno, por lo que los vecinos de ambas calles, gestionaron por escrito la atención de esa situación ante la Municipalidad. Indican que las razones que les han dado es que se arrojan residuos pesados como troncos, partes metálicas, llantas y otros, lo que provoca el bloqueo de la alcantarilla de algunas viviendas. Agregan que al problema se suman las urbanizaciones que se han construido en los cantones de San Pablo y San Isidro, por cuanto desaguan en la citada acequia, problema el cual se han realizado gestiones ante las autoridades recurridas con resultados negativos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de la Municipalidad de Santo Domingo de Heredia, que de inmediato gire las instrucciones pertinentes a fin de que se adopten las acciones necesarias para eliminar de manera integral los focos de contaminación que provocan el desbordamiento de las aguas en la acequia del Distrito de San Vicente a que aluden los amparados y dé solución integral al problema objeto de este amparo y que ha originado su estimatoria, dentro del plazo improrrogable de seis meses a partir de la notificación de esta sentencia. CL   
14093-08. CONSTRUCCIONES EN ZONA PROTEGIDAS. Señala la parte recurrente que la  empresas recurridas dieron inicio a la construcción del Proyecto Condominios Naturalia sin que SETENA haya concluido el procedimiento administrativo ambiental de dicho proyecto urbanístico. Dicha situación se agrava, porque el Jefe de la Oficina Subregional del Ministerio de Ambiente y Energía en Santa Cruz-Carrillo, autorizó a las empresas recurridas la tala de ciento cincuenta y nueve árboles de especies nativas ubicados en el inmueble en que pretenden levantar la edificación, tal situación provoca  daño ambiental, dado las cercanías del Parque Nacional Marino Las Baulas. Se declara con lugar el recurso únicamente en contra de la Municipalidad de Santa Cruz, Guanacaste. Tome nota el Alcalde de la Municipalidad de Santa Cruz, de lo dispuesto en el Considerando X de esta sentencia. Notifíquese esta resolución a la Secretaria de la Secretaría Técnica Ambiental, al Alcalde de la Municipalidad de San Cruz y al Fiscal General de la República o a quienes en su lugar ejerzan el cargo, en forma personal. CL

14099-08. CONTAMINACIÓN SÓNICA QUE PRODUCE NEGOCIO COMERCIAL. Señala la recurrente que al lado de su casa de habitación se encuentra localizado el Bar Harkev.  Indica que dado los problemas que se presentan con los propietarios e inquilinos que manejan dicho local comercial, dado el excesivo ruido proveniente del establecimiento por el desarrollo de actividades de karaoke y los problemas con las aguas residuales que pasan a su propiedad, presentó ante el Área Rectora de Salud de Los Santos y la Municipalidad de Tarrazú las denuncias correspondientes, no obstante, no se ha dado solución efectiva al problema expuesto, aún y cuando el Bar en cuestión no cuenta con los permisos de funcionamiento y patentes correspondientes. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Alcalde de la Municipalidad del Cantón de Tarrazú y Director Regional de la Región de Salud Central Este del Ministerio de Salud, respectivamente, o a quienes en sus lugares ejerzan sus cargos, coordinar y ejecutar las acciones pertinentes para que de inmediato se solucione, definitivamente, el problema de contaminación sónica y aguas residuales que afecta a los amparados. CL

14170-08. NICOYA NO CUENTA  CON BOTADERO DE BASURA DEBIDAMENTE AUTORIZADO. Alega la recurrente que la Municipalidad de Nicoya no cuenta con un sitio adecuado para depositar los desechos sólidos, pues debido a ordenes del Ministerio de Salud, se determinó el cierre del Basurero Municipal. En virtud de ello, los problemas de contaminación aumentaron, porque los desechos son arrojados en las afueras del Basurero Municipal y en la vía pública, causando la permanencia de moscas, zopilotes y la contaminación de los ríos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Nicoya adoptar las medidas que sean necesarias para que en el plazo máximo de tres meses, contados desde la notificación de esta resolución, no se sigan utilizando como botaderos de basura inmuebles no autorizados para ello, plazo durante el cual deberán encontrar un terreno que se establezca como verdadero relleno sanitario con todos los requisitos legales y reglamentarios. Asimismo se ordena al Director del  Área Rectora de Salud de Nicoya tomar las medidas necesarias para resolver lo que en derecho corresponde acerca de la contaminación que provoca el vertedero de basura denunciado atendiendo los principios de celeridad y prontitud. CL

13638-08 OBSTRUCCIÓN DE ALCANTARILLADOS EN LA PROVINCIA DE PUNTARENAS PROVOCA CONTAMINACIÓN Y MALOS OLORES. Señala la recurrente que la falta de limpieza y de reparación de alcantarillados en la Provincia de Puntarenas provoca contaminación y estancamiento de desechos plásticos, botellas y otros en ese mismo alcantarillado, además de la exposición de aguas sucias y mal olientes que pueden ser foco de contaminación para adultos mayores y niños. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Alcaldesa Municipal de Puntarenas, que de manera inmediata adopte las medidas necesarias para solucionar el problema de desbordamiento de aguas pluviales que reclama la amparada. Asimismo, se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Puntarenas, realizar una vigilancia constante en el Cantón Central de Puntarenas, con el fin de inspeccionar el debido cumplimiento de la orden sanitaria dictada el 20 de junio de 2008. CL
13651-08. CONTAMINACIÓN SÓNICA QUE PROVOCAN AUTOBUSES, POR HACER PARADA EN UN LUGAR NO AUTORIZADO POR EL MOPT.  Alegan los recurrentes que el frente de su casa de habitación está siendo utilizado como parada de buses,  los recurrentes señalan que son personas de 87 y 80 años, respectivamente, bastante enfermas, y que el proceder utilizado por los  chóferes de buses frente a su casa provoca bullicio de los autobuses y la gran cantidad de personas que esperan frente a su casa, aunado a la cantidad de accidentes que se han producido  en este lugar. Aseguran que no es una parada autorizada por el MOPT.  Se declara con lugar el recurso en consecuencia, se ordena a la Presidenta de ese Consejo, que dentro de los cinco días hábiles posteriores a la comunicación de esta resolución, disponga lo necesario a efecto de que los autobuses de la empresa (PERMISIONARIA O CONCESIONARIA) de la ruta en cuyo recorrido se encuentra Villa Bonita de San Antonio del Tejar de Alajuela, no realicen una parada intermedia frente a la casa de habitación de los amparados, sino en el lugar aprobado para ese fin por el Consejo de Transporte Público.  Además, se le ordena que dentro de ese plazo coordine lo pertinente con las autoridades de la Policía de Tránsito, para que fiscalicen y hagan cumplir al operador de esa ruta con las paradas establecidas por la Administración recurrida, así como que y aperciba a la empresa sobre el cumplimiento de lo dispuesto y las sanciones que se le pueden imponer en caso de desobediencia. Se le advierte a  la Presidenta del Consejo de Transporte Público, que de no acatar las órdenes dichas incurrirán en el delito de desobediencia. CL
13622-08. COLAPSO DE ALCANTARILLADO PROVOCA INUNDACIONES EN CASA PARTICULAR. Alega el recurrente que es propietario de la finca matrícula de folio real número 136440 de la Provincia de Alajuela, ubicada diagonal a la esquina suroeste del Hospital Carlos Luis Valverde Vega en San Ramón.  Indica que durante la época lluviosa en su casa se presentan varios problemas debido a inundaciones, producto del colapso del alcantarillado que recoge aguas llovidas y que pasa por debajo de su propiedad y por varias casas más.  Señala que en razón de que la cantidad llovida es superior a la capacidad del alcantarillado éste se desborda provocando que el agua ingrese en su casa, formando huecos en el patio y en el piso de la vivienda, además, el agua que brota es maloliente, contaminada con zancudos, insectos y aguas negras.  Manifiesta que otra consecuencia de dicho problema es el constante movimiento de tierra, que han creado agrietamiento en las paredes de cemento, las paredes de madera se están pudriendo y existe el temor de que las bases o cimientos del inmueble colapsen.  Agrega que en razón de tal situación se ha visto imposibilitado en la construcción de un tanque séptico en su propiedad, debido a la saturación que sufriría por la gran cantidad de agua que se genera en la época lluviosa, sin que las autoridades correspondientes, hagan nada al respecto. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, contra la Municipalidad de San Ramón. Se ordena al Alcalde Municipal, al Ingeniero Municipal, y al Jefe del Plantel Municipal, todos de la Municipalidad de San Ramón, que de forma inmediata y coordinada adopten la medidas requeridas y ejecuten las acciones pertinentes, para que en el plazo de tres meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las obras necesarias a fin de solucionar el problema de inundaciones que afecta la propiedad del amparado, y que en el plazo de un mes, contado a partir de la notificación de esta sentencia, respondan por escrito las gestiones que presentó el amparado el veinticuatro de septiembre y el cinco de noviembre, ambos del dos mil siete, y se le notifique lo correspondiente. En cuanto al Ministerio de Salud, al Consejo Nacional de Vialidad y al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
13425-08 CONSTRUCCIONES EN NOSARA AFECTAN VIALIDAD AMBIENTAL. Señala el recurrente que con la autorización de construcciones en la zona de Nosara se pone en peligro la viabilidad ambiental. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Nicoya; al Director del Área Rectora de Salud de Nicoya; y a la Secretaria General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, que en el plazo improrrogable de quince días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, sus potestades administrativas y ambientales de fiscalización en relación con las actividades comerciales que se desarrollan en la Finca del Partido de Guanacaste, #68723-000, de modo que se verifique la congruencia entre los permisos de construcción, de funcionamiento sanitario y patentes, así como el respeto de la sentencia de esta Sala #2005-4001 del 15 de abril de 2005 y del oficio SINAC-DS-GASP-193-05 del 1° de agosto de 2005 del Gerente de Áreas Silvestres Protegidas, mientras no exista criterio técnico ambiental en contrario. Del cumplimiento de esta sentencia deberán informar a la Sala en el mes siguiente a su notificación. CL

13426-08. SE PROHIBE OTORGAMIENTO DE PERMISOS PARA EXPLOTACION Y EXTRACCION DE ALMENDRO AMARILLO. Alega el recurrente que una resolución emitida por el Director del Area de Conservación Arenal Huetar Norte, atenta contra la protección y conservación de los recursos naturales de esa Area de Conservación, puesto que por medio de dicha resolución se permite la explotación y comercialización de una especie de almendro que es inclusive el habitad natural de la lapa verde. Que la especie del almendro se mantuvo fuera de la explotación de los madereros durante muchos años, debido a la dureza, no obstante, actualmente la tecnología desarrollada por el sector forestal ha hecho posible la extracción y el aprovechamiento de esa especie, lo cual resulto en que la especie fuera muy apreciada en la explotación de bosques en la zona, a pesar de que en el lugar existen cerca de cien especies leñosas como otras alternativas de comercialización. Que la cantidad de solicitudes ya aprobadas, que en la actualidad ya están siendo aprovechadas en potreros y áreas de bosques primarios y secundarios, sin la debida fiscalización, control vigilancia en el campo, por parte del Area de Conservación, aunque se realizó un Manual de Procedimientos Forestales y Otros Trámites Administrativos del Area de Conservación recurrida, por medio del cual, más bien se trata de facultar el aprovechamiento del almendro como si de por sí este Manual suministrase la vigilancia necesaria, que en este y otros muchos casos no ocurre. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la resolución administrativa ACAHN-HN-DR-002-07, dictada por el Director del Área de Conservación Arenal Huetar Norte a las 14:44 horas del 26 de febrero de 2007. Se ordena al Director a.i. del Área de Conservación Arenal Huetar Norte, proceder a archivar cualquier diligencia o procedimiento destinado al aprovechamiento, explotación o extracción del almendro amarillo (dipteryx panamensis). Se prohíbe a ese funcionario dar inicio o continuar cualquier procedimiento tendiente al aprovechamiento, explotación o extracción del almendro amarillo (dipteryx panamensis) mientras este árbol y la lapa verde (ara ambigua) se encuentren en la lista de especies amenazadas o en peligro de extinción, sin que esa prohibición exima al servidor indicado de resolver y notificar lo correspondiente a quienes hubieran planteado alguna gestión en ese sentido, esto último de acuerdo con el contenido del artículo 41 de la Constitución Política. Se ordena al Presidente del Tribunal Ambiental Administrativo, coordinar lo correspondiente para realizar inspecciones periódicas en el territorio que comprende el Área de Conservación Arenal Huetar Norte a efectos de fiscalizar que no se está explotando, aprovechando o extrayendo el almendro amarillo (dipteryx panamensis) y con ello afectando el hábitat y alimento de la lapa verde (ara ambigua). Se ordena al Ministro de Ambiente y Energía y Presidente del Consejo Nacional de Áreas de Conservación; y, al Director Ejecutivo del Sistema Nacional de Áreas de Conservación; tomar las medidas necesarias para dar a conocer el contenido integral de esta resolución a todos los directores de las distintas áreas de conservación a cargo del Ministerio de Ambiente y Energía. CL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
13832-08. REFORMAS A LA LEY DE PROPIEDAD INTELECTUAL. Consulta Facultativa referente al Proyecto de Ley de Reformas de varias normas que regulan materias relacionadas con la Propiedad Intelectual, expediente legislativo 16955.  Por mayoría se evacua la consulta legislativa, en el sentido de que: a) existe vicio de procedimiento por la omisión de consulta a los pueblos indígenas regulada en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo; b) existe vicio de procedimiento por violación al principio de publicidad. En lo restante no se observan lesiones las constitucionales consultadas. La Magistrada Calzada y los Magistrados Vargas y Jinesta salvan el voto y evacuan la consulta en el sentido de que no existen vicios de constitucionalidad en los aspectos consultados del proyecto. EVACUADA
13448-08. ENMIENDA AL PROTOCOLO DE MONTREAL. Consulta Legislativa de Constitucionalidad referente a la Aprobación de la Enmienda al Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono, expediente legislativo número 16.018. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de Aprobación de la Enmienda al Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono, que se tramita en el expediente legislativo número 16.018, no contiene roces con los principios y normas constitucionales. Evacuada
COLEGIOS PROFESIONALES
13851-08. REGISTRO DE SANCIONES EN COLEGIO DE ABOGADOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del Acuerdo 2007-23-006, punto 2, tomado por la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica el 19 de junio de 2007.  Alega el recurrente que tanto la Ley Orgánica del Colegio de Abogados de Costa Rica como su Código de Deberes Jurídicos, Morales y Eticos del Profesional en Derecho son omisos al establecer un plazo para mantener en la base de datos –histórico- del Colegio de Abogados, las sanciones impuestas a los agremiados, lo que trae como consecuencia que se vuelvan penas perpetuas. Si las sanciones condenatorias se inscriben en el Registro correspondiente y se mantienen inscritas por un plazo de diez años luego de cumplida la condena,  igual trato deben recibir las sanciones administrativas en cuanto a determinar un plazo máximo por el cual deben estar inscritas, transcurrido el cual, el registro debe ser cancelado. Resulta inconstitucional el mantenimiento a perpetuidad del registro de sanciones en los archivos del Colegio de Abogados, pues otorga a la sanción efecto permanente, aún cuando ya haya sido cumplida, lo que lesiona el artículo 40 de la Constitución Política.  Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anula el acuerdo 2007-23-006, punto 2, tomado por la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica el 19 de junio de 2007. Por conexidad, también se anula el punto 4 del acuerdo aludido. La Magistrada Abdelnour pone nota. CL
COMERCIO
14191-08. PROHIBEN INSTALACION DE MAQUINAS DE JUEGOS EN LOCALES DONDE SE VENDA LICOR. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 2 y 7 del Reglamento Municipal de Alajuelita para Máquinas de Juegos Permitidas, Vídeo Juegos y otras Máquinas (Golosinas, peluches, sorpresas, alimentos, bebidas sin alcohol, básculas y fotografías) publicado en La Gaceta número 49. Las normas se impugnan en cuanto considera que mediante ellas se prohíben máquinas de cualquier clase en lugares donde se expenden licores, llegándose incluso a la prohibición de toda máquina de juego como actividad secundaria, utilizando arbitrariamente la discrecionalidad administrativa.  Indican que en este caso se está prohibiendo una actividad lícita, sin que se pruebe una razonabilidad técnica necesaria que ha establecido la misma Sala, ya que no existe una relación proporcionada entre el fin que se pretende de proteger a los menores de edad con la prohibición de juegos lícitos en lugares para mayores. Además, la Municipalidad de Alajuelita se excede en sus facultades ya que la prohibición alegada no encuentra sustento alguno en la Ley de Juegos, por lo que, vía reglamento, no podría establecerse una prohibición absoluta como la que se impugna, la que resulta violatoria también al principio de igualdad, ya que sólo en ese cantón se estaría limitando. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano el recurso. RP
DERECHO A LA EDUCACIÓN

14584-08. NIEGAN  ADECUACION CURRILUCAR A MENOR EN INSTITUCION PRIVADA. Señala la recurrente que a su hijo le fue denegada la aplicación de la Adecuación significativa, violando así el derecho a la educación. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la representante legal del Colegio Victory High School, que proceda de inmediato a aplicarle al menor amparado las adecuaciones curriculares que correspondan de conformidad con los criterios técnicos necesarios al efecto y según el informe Psicodiagnóstico del Hospital Nacional de Niños. CL
13639-08 CAMBIO DE PROFESORA DE INGLES POR FRANCES. Alega el recurrente que sus hijos cursan estudios en la Escuela Marcelino García Flamenco de San José.  Desde el dos mil seis la Directora de esa escuela, con el apoyo de los padres y madres de familia, ha gestionado ante el Ministerio recurrido la asignación de una plaza para la enseñanza del idioma inglés como segunda lengua para los alumnos de esa institución.  A partir del quince de marzo del año en curso, el Ministerio nombró una profesora de inglés, por lo que desde esa fecha sus hijos habían venido recibiendo el aprendizaje correspondiente.  Sin embargo, el Director de Recursos Humanos del MEP dispuso el cambio, tanto de la profesora como del idioma, de modo que ahora sus hijos recibirán francés en lugar de inglés a partir del primero de julio del año en curso, pues el Ministerio cesó a la profesora de inglés.  Acusan que ese cambio es abrupto e intempestivo y no ha sido consultado con las autoridades institucionales, la representación de los padres y madres de familia, ni con los estudiantes, cuyo interés superior ha sido afectado.  Consideran violado el derecho a la educación de sus hijos, así como lo dispuesto en el artículo 5 del Código de la Niñez y la Adolescencia y en la Convención Internacional de Derechos del Niño y de la Niña, ya que se violó el interés superior del menor. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Tomen nota las autoridades recurridas de lo dispuesto en el considerando IV de esta sentencia. CL
13657-08. SANCIONES DISCIPLINARIAS SIN EL DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que su hijo, cursa estudios en el colegio recurrido en la sección 11-C.  Aduce que contra su hijo se estaban tramitando unos casos disciplinarios y sin habérsele comunicado resolución alguna sobre dichos casos, se le privó del derecho de comedor. Señala que en días pasados la Asistente de la Dirección, sin motivo alguno, obligó a su hijo a retirarse del colegio cuando se dirigía a entregar a la Profesora de Religión el recibo que valía como el trabajo extra clase.  Después de almuerzo regresó pero el guarda del colegio le indicó que tenía órdenes del Director y de la Asistente de la Dirección de no dejarle ingresar a la institución.  Luego de insistir finalmente se le dejó ingresar a la Dirección y donde la Asistente de la Dirección manifestó estar harta de él y que le había tenido que sacar tres veces de la institución, lo que no es cierto.  Considera que con lo actuado se le ha violado el derecho a la educación del menor y el debido proceso, ya que se le impidió el ingreso al centro educativo y el beneficio del comedor estudiantil, para el cual tiene beca, sin fundamento alguno y sin que se le hubiese notificado resolución alguna en las causas disciplinarias en contra del amparado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director y a la Asistente de Dirección, ambos del Colegio Francisca Carrasco Jiménez, readecuar la sanción impuesta al amparado, a efecto de que la misma no supere el plazo máximo establecido en el Reglamento de Evaluación de los Aprendizajes para la acción cometida que sea más gravosa. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada da razones diferentes.-CL

13659-08. ESTUDIANTES DE COLEGIO EN DESAMPARADOS NO HAN TENIDO PROFESORA DE ESPAÑOL QUE LOS PREPARE PARA BACHILLERATO. Alegan los recurrentes que sus hijos, quienes son estudiantes Doceavo año del Colegio Técnico Profesional Dos Cercas de Desamparados,  se encuentran en desventaja  por cuanto deben realizar las pruebas de bachillerato en Educación Media en el área de Español.  Alegan que en el 2006 y el 2007, dichos estudiantes no adquirieron los conocimientos establecidos en los programas  de estudio, debido al ausentismo reiterado de los docentes a cargo.  Alegan que las notas de los estudiantes quedaron desiertas durante todo el año, tal y como se establece en el Departamento de Evaluación Educativa, lo cual violenta el derecho a la educación de sus hijos. Se declara con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Ministro de Educación Pública o quien en su lugar ejerza el cargo, disponer lo necesario dentro del ámbito de su competencia, para que a los estudiantes que cursan actualmente duodécimo año en el Colegio Técnico Profesional Dos Cercas: a) se les aplique el plan remedial propuesto en coordinación con la Directora del centro educativo en cuestión y con los docentes encargados de este proceso de recuperación, b) se les impartan los conocimientos necesarios que les permitan realizar la Prueba de Bachillerato de Español en igualdad de condiciones que los demás estudiantes de su mismo nivel quienes no han visto interrumpido su proceso educativo, c) una vez concluidas las actividades pedagógicas de recuperación en la asignatura de español propuestas, se valore de manera previa a dicha prueba, el nivel de conocimiento de los amparados y se determine si son capaces de realizarla o en su defecto se tomen las medidas necesarias a fin de adecuar la prueba en mención al nivel de aprendizaje que los alumnos lograron obtener hasta ese momento. CL
13421-08. POR PERTENECER A OTRA RELIGIÓN SE LE RECHAZA MATRICULA EN CENTRO EDUCATIVO.  Señala la amparada  que su hija- cursa actualmente sétimo año de secundaria en el centro educativo recurrido, pero en la actualidad se le esta exigiendo que debe de practicar la religión católica, esto por el hecho de tratarse de una institución de línea católica. Que se le informo que de lo contrario de no cumplir con lo ordenado no se le aceptara en el centro educativo. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Directora del Colegio Sagrado Corazón de Jesús de Cartago, abstenerse de incurrir en conductas discriminatorias en contra de la amparada, así como de obligarla a asistir a clases de religión católica. Asimismo, se ordena a la Directora del Departamento de Centros Docentes Privados, a la Jefa del Departamento de Educación Religiosa, a la Jefa del Departamento de Protección de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia y al Jefe del Departamento de Educación Religiosa, todos del Ministerio de Educación Pública, que procedan, en el plazo de quince días, contado a partir de la notificación de esta Sentencia, a resolver, de manera definitiva, la denuncia interpuesta por el recurrente el día 4 de abril de 2008. CL

13427-08 EXPULSIÓN DE CENTRO PRIVADO SIN EL DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente que sin otorgarse el debido proceso su hija fue expulsada de un colegio privado. Se declara con lugar el recurso, por la omisión en la fundamentación de la resolución final y por la desproporción respecto a la sanción impuesta a la amparada. En consecuencia, se le ordena al Director de Secundaria de dicho Colegio, restituir a la amparada en el pleno ejercicio y goce de sus derechos. Los Magistrados Calzada, Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
14667-08. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTES. Manifiesta la recurrente que  solicitó  ver los expedientes en los cuales es parte denunciante, relacionados con las denuncias y proyectos localizados en el sector de Playa Pelícano y Mar Serena, y se le indicó que no tenía acceso a los mismos; que el jefe de oficina recurrido le informó que la encargada de los expedientes no se encontraba en la oficina, por lo que le pidió dejara por escrito la solicitud de revisar y fotocopiar el expediente y éstos le informarían cuando podría realizar la diligencia mencionada y hasta el momento no ha recibido respuesta a su gestión. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo, Jinesta y Abdelnour salvan el voto y declaran con lugar el recurso, con sus consecuencias. SL 
14087-08. NIEGAN INFORMACIÓN A RECURRENTE. Alega el recurrente que el ocho de julio del dos mil ocho, el Diario Extra  publicó un artículo en que se le vinculaba a un hecho ilícito, publicación que el medio de comunicación accionado tituló "Regidor de 50 años abuso de niña de diez". Que al estimar que el artículo no se ajustaba a la verdad y que tales declaraciones perjudican su imagen, el trece de julio del dos mil ocho, solicitó la publicación de su derecho de respuesta en relación al artículo de interés.  Agrega que su texto de respuesta lo envió por fax y luego lo entregó personalmente, pero a la fecha no ha sido posible que el medio recurrido le otorgue su derecho de respuesta, ello en lesión de sus derechos fundamentales. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
13951-08. NEGAN INFORMACIÓN SOBRE SALARIOS  EN LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA. Alega el recurrente que las autoridades de la Universidad de Costa Rica no le brindaron, en su totalidad, la información que solicitó, relacionada con el monto del salario de varios funcionarios de la entidad de educación superior,  pues se facilitaron los datos de forma general, según se consigna en el Manual de Puestos de la Institución, y no de manera individualizada, como lo requirió inicialmente. Al respecto, la Rectora de la Universidad de Costa Rica, explicó que la información no se entregó de forma completa, toda vez que, se buscó salvaguardar el derecho a la intimidad de los funcionarios. Sobre el tema del derecho al acceso a la información administrativa, se citan los votos 2120-03 y 4637-04. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Rectora de la Universidad de Costa Rica, que, de manera inmediata, entregue a recurrente, la información solicitada el 3 de abril y el 23 de mayo de 2008, en su condición de Director Ejecutivo de la Unidad de Rectores de Universidades Privadas de Costa Rica (UNIRE), mediante los oficios Nos. UNIRE/032-2008/DIR. EJEC. y UNIRE/046-2008/DIR. EJEC. CL

13658-08. SE ORDENA DAR INFORMACION SOBRE BONOS CHINOS. Periodista acusa que desde el 4 de febrero del presente año solicitaron ante el Ministro de Hacienda, información sobre la compra de bonos de la Deuda Pública de Costa Rica por parte de una entidad financiera de la República Popular de China, pero hasta la fecha se le ha negado la entrega de la información requerida. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Hacienda, que de inmediato le brinde la información de interés público solicitada por el señor Álvaro Murillo Murillo, en su carácter de periodista del periódico La Nación, mediante nota del cuatro de febrero de dos mil ocho. CL
13640-08. NEGATIVA DE INFORMACION. Alega el recurrente que presentó una solicitud de copia del acta de la sesión número 177-2006 donde se conoció la solicitud de la empresa Las Brisas, Sociedad Anónima, copia del informe de la Gerencia de Operaciones de PROCOMER número 27-2007 del 16 de octubre de 2007, y la recomendación al Poder Ejecutivo para el otorgamiento del Régimen de Zonas Francas a la mencionada empresa según lo dispuesto en la Ley número 7210, sus reformas y reglamentos (ver folio 3 del expediente). Señala que por oficio número G.O. 1938-08 del 19 de junio, el Gerente de Operaciones de la Promotora de Comercio Exterior de Costa Rica le contestó que  no podía facilitarle dicha información por ser confidencial. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso. CL
13623-08. NIEGAN ACCESO A INFORMACION DE CONTRATACION ADMINISTRATIVA. Alega el recurrente que participó en la Oferta de Concurso Público de Servicios Profesionales, modalidad de Compra Directa CCDRMO-CZ 107-07/08, 01-2008 del Comité de Deportes recurrido, Item 11 (Servicios Profesionales en la disciplina de Judo). Que el tres de junio del dos mil ocho fue notificado mediante escueto oficio, que la Junta Directiva del Comité de Deportes, había acordado no considerar su contratación. Que en reiteradas oportunidades solicitó el expediente administrativo con el fin de valorar las piezas y el acta de Junta Directiva en que se tomó dicho acuerdo. Sin embargo, se le negó tener acceso al expediente, con lo cual se le imposibilitó ejercer su derecho de defensa.  Se declara con lugar el recurso, únicamente, por violación al derecho de acceso a la información administrativa. En los demás extremos, se impone declarar sin lugar el recurso. CL

DERECHO A LA SALUD

14656-08. DENEGATORIA DE MEDICAMENTO. Manifiesta el recurrente que padece cáncer en el hígado, y la médico tratante, le recetó el medicamento de nombre Bevacizumab, con la finalidad de combatir su enfermedad, sin embargo, el  recurrido resolvió que no era posible brindar una resolución positiva en su caso. Se declara con lugar el recurso.  Se le ordena al  Presidente Ejecutivo, y a la  Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, adoptar las medidas necesarias y girar las instrucciones correspondientes para que a la recurrente se le suministre de inmediato y de acuerdo con la regla del consentimiento informado, el tratamiento de Bevacizumab, recomendado por la médico tratante, en las dosis y durante plazo que ésta determine, bajo su responsabilidad profesional y con la debida supervisión médica. CL
14659-08.  DENEGATORIA DE MEDICAMENTO. Indica el recurrente que  se le diagnosticó un cáncer de médula ósea (Miolema Múltiple), debido a ello; su médico tratante le prescribió una serie de medicamentos, entre los cuales se encuentra el denominado "Bortezomib" (Velcade).Que el medicamento es utilizado actualmente en el país por pacientes que lo han adquirido en forma privada y de su propio patrimonio, ya que no se encuentra dentro de la lista oficial de medicamentos de la Caja Costarricense de Seguro Social, pero sin embargo se le  rechazó su solicitud para el suministro del medicamento.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia y Jefe del Área de medicamentos y Terapéutica Clínica de la Caja Costarricense de Seguro Social, que ordene el inicio inmediato del suministro al amparado del medicamento BORTEZOMIB, según lo disponga el médico especialista en Hematología que se lo prescribió, en tanto prevalezcan las condiciones que lo hagan necesario y desde la comunicación de esta sentencia.CL

14594-08. ATENCION MÉDICA. Alega la recurrente que en la Clínica Moreno Cañas se le extendió una referencia para que recibiera atención en la Sección de Rehabilitación accionada, ello a consecuencia de una tendinitis que le fuera diagnosticada, pero que la misma se le ha venido prolongando en diferentes fechas sin que hasta este momento haya obtenido se le realice la Rehabilitación que requiere, poniendo así en peligro más grave  la lesión que presenta. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General del Hospital San Juan de Dios, o  a quien ocupe ese cargo, que en caso de que todavía no se hubiere practicado el tratamiento médico que le fue prescrito a la amparada, disponga lo necesario para que le sea realizado y concluido a más tardar el 17 de noviembre de 2008.  Notifíquese esta sentencia a quien ocupe el cargo de Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social,  con el objeto de que coordine y emita las disposiciones que administrativamente correspondan, para que los pacientes en lista de espera del Servicio de Ortopedia, Traumatología y Rehabilitación del Hospital San Juan de Dios, sean atendidos en otros centros del sistema del Seguro Social, mientras no se concluyan los trabajos de remodelación en dicho Hospital. CL
14067-08. MEDICAMENTO.  Alega la recurrente que es una persona adulta mayor de 67 años de edad, y padece trastorno afectivo bipolar fase maniacal, hipertensión arterial y enfermedad de Paget. En virtud de lo anterior, solicita que las autoridades recurridas le suministren los recursos económicos necesarios para comprar en forma mensual el medicamento de nombre Wellbutrin, por cuanto, las medicinas genéricas que le brinda la CCSS no le están dando un buen resultado. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia de la Caja Costarricense de Seguro Social, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para que la tutelada reciba inmediatamente el medicamento denominado Wellbutrin en la dosis que su médico tratante lo indique. CL 
14064-08. MEDICAMENTO. El recurrente señala que es paciente del Servicio de Psiquiatría del Hospital recurrido, toda vez que padece de depresión crónica. Que sus médicos tratantes en ese hospital  le prescribieron el medicamento denominado Pacsil (sic). Sin embargo, al momento de retirar dicho medicamento el mismo le fue denegado, bajo el argumento de que “por ordenes superiores no  se le pueden entregar”.  Considera que las autoridades del hospital accionado están poniendo en peligro su derecho a la salud. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director General del Hospital San Vicente de Paúl, y a la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia, o a quienes en sus lugares ejerzan los cargos, girar las instrucciones y órdenes pertinentes para que a al amparado, se le suministre el medicamento Paroxetina (Paxil) en la cantidad y dosificación indicada por su médico tratante. CL
14068-08. ATENCIÓN MÉDICA. Indica la parte recurrente  que su hija sufre de un padecimiento en sus riñones,  "Reflujo Vesicoureteral G  IV izquierdo"  que por tal razón requiere de una intervención quirúrgica, esto a fin de disminuir o frenar el mal que sufre la menor.  Señala que  se le concedió una cita para el 12 de enero del 2009. Se declara con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Director General del Hospital Nacional de Niños, o a quien en su lugar ocupe este cargo girar de inmediato la orden de proceder a la intervención quirúrgica que la menor amparada requiere, según lo determine su médico tratante, bajo su entera responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. CL

13982-08. MEDICAMENTO. Señala el recurrente que requiere del medicamento denominado  " Triyodotironina", pastilla que debe tomar de por vida. Alega que la Caja Costarricense del Seguro Social, no le ha permitido acceder a ese medicamento, lo cual pone en riesgo su salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General y al Médico tratante de la amparada ambos del Hospital México, adoptar las medidas que sean necesarias, dentro del ámbito de sus competencias, para que de manera inmediata a la recurrente, se le suministre el medicamento denominado Triyodotironina en la forma que prescriba su médico tratante y se le reprogramen los exámenes hormonales que requiere. CL
13980-08. ATENCIÓN MÉDICA. Señala la accionante que por una caída que sufrió fue internada en el Hospital San Juan de Dios, Sección de Ortopedia. En la cual se le práctico cirugía  mediante la colocación de un fijador externo, en el brazo izquierdo por un lapso de un mes y quince días. Que después del retiro de dicho fijador debería de recibir terapia física. Y dado que su brazo pierde  movilidad solicitó ante la autoridad recurrida la terapia respectiva, la cual hasta ahora no ha recibido. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, a la Directora General y a la Jefe del Servicio de Ortopedia, ambas del Hospital San Juan de Dios, que dentro del ámbito de sus competencias giren las instrucciones y tomen las medidas pertinentes a fin de que, en forma inmediata, se coordine con las autoridades correspondientes del Centro Nacional de Rehabilitación (CENARE), para que a la recurrente, se le brinde la terapia física y ocupacional que requiere para su padecimiento según la recomendación y responsabilidad de sus médicos tratantes. CL

13985-08. MEDICAMENTO. Manifiesta la recurrente que solicitó ante la autoridad recurrida le suministre el medicamento Lexapro (cuyo ingrediente activo es Escitalopram), que no está incluido en la lista oficial de medicamentos de la CCSS, con la anuencia de su médico tratante, ya que la medicina es la única que ha podido revertir cabalmente el trastorno obsesivo compulsivo que sufre. No obstante, el Comité Central de Farmacoterapia denegó la solicitud, alegando que no existía fundamento de orden técnico - científico que justificara autorizar la adquisición del medicamento antes indicado. Estima violado su derecho a la salud. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo y a, en su calidad de Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social o a quienes en su lugar ejerzan dichos cargos, que giren las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que de forma inmediata se entregue al recurrente, el medicamento Lexapro, prescrito por su médico tratante del Servicio de Psiquiatría de la Clínica Integrada de Tibás, en las dosis y durante el plazo que él  determine, bajo su responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. CL

13981-08. SUSPENDEN CIRUGÍA POR FALTA DE  EQUIPO. Señala la parte recurrente que su médico le diagnosticó que la catarata que presenta en su ojo izquierdo, la cual está lo suficientemente madura para ser intervenida en cirugía. Que para el día 30 de julio de 2008 se programó su cirugía, por lo que cumplió con los respectivos exámenes ordenados. Indica que asistió a la charla de instrucción cirugía ambulatoria y se le indicó que debía presentar los documentos en admisión. Añade que al presentarse en admisión le manifestaron que la máquina sufrió un daño y que la cirugía de catarata se suspende hasta nuevo aviso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Director General, al Jefe de la Sección de Cirugía a.i y al Jefe del Servicio de Oftalmología, todos funcionarios del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, adoptar de manera inmediata las medidas que sean necesarias, dentro del ámbito de sus competencias, para que a la amparada, se le reprograme la cita en la Consulta Externa del Servicio de Oftalmología y se le practique la Cirugía de catarata en la fecha en la cual fue reprogramada. CL
13983-08. MEDICAMENTO. Indica el recurrente que es paciente de Servicio de Oncología del Hospital Doctor Rafael Ángel Calderón Guardia y manifiestan que padece cáncer de mama con metástasis en el hueso HER-2 positivo. Señala que dicho cáncer es uno de los más agresivos, por lo que su médico tratante le recetó el medicamento denominado ZOMETA, que deberá de usar de por vida para la protección sus huesos. Pero  alega que la autoridad recurrida le suministro otro medicamento el cual pone en peligro la vida del amparado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General, al  Jefe del Servicio de Oncología, a la  Directora a.i. del Servicio de Farmacia; todos del Hospital Rafael Ángel Calderón Guardia; a la Coordinadora a.i. del Comité Central de Farmacoterapia, a la Jefe a.i. del Área de Medicamentos y Terapéutica Clínica; al Gerente Financiero; y a la Gerente Médica, todos de la Caja Costarricense de Seguro Social, disponer todas las actuaciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias para que de inmediato se le suministre a la paciente el medicamento zometa bajo responsabilidad y de conformidad con el criterio de su médico tratante. CL
13904-08. NIEGAN ATENCIÓN MÉDICA. Argumenta  la amprada que su hija y ella disfrutan del seguro familiar que posee su esposo, razón por la cual solicitaron atención médica ante el  Ebais de de San Rafael de Oreamuno, ésta le fue denegada, sostiene que su hijo de cuatro años de edad presentaba un fuerte resfriado y con mucho dolor en la pelvis, por lo que acudió a dicho centro de salud con resultados negativos, ya que le fue negada la atención médica. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Médico del Área de Salud de Cartago, que debe tomar las medidas necesarias y girar las órdenes pertinentes a fin de que el amparado reciba la atención médica que requiere en el Ebais de San Rafael de Oreamuno, según corresponda a su padecimiento. CL
13903-08. CITA MÉDICA. Indica la parte recurrente que sufre de piedras en los riñones y que por estas razones requiere de una cirugía, es así que desde hace cuatro años se le refirió del Hospital Dr Escalante Pradilla al Hospital San Juan de Dios para realizarse un tratamiento de Litotripsia. Que a la fecha no se le ha señalado cita para tal procedimiento, a pesar de haber transcurrido ya más de cuatro años, y tampoco se le ha llamado para ello. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al y a la Jefa del Servicio de Urología el primero y de Directora General la segunda, ambos del Hospital San Juan de Dios de la Caja Costarricense de Seguro Social o a quienes ocupen esos cargos realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de su competencia para que de inmediato, a partir de la comunicación de esta sentencia, se valore al amparado en el Servicio de Urología del Hospital San Juan de Dios y de ser procedente se le realice la intervención quirúrgica que necesita, dentro de un plazo razonable, de acuerdo con los términos de dicha valoración. Los Magistrados Mora y Vargas salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL

13668-08. CITA MÉDICA. Alega el recurrente que es una persona de la tercera edad y asegurada desde hace muchos años. Indica que en el mes de abril del presente año fue remitida a oftalmología del Hospital México, por la doctora del Área de Salud donde reside; ya que padece de cataratas en ambos ojos y necesita ser tratada para recuperar su visión.  Señala que desde el mes de abril se presentó al referido Hospital, para que fuera valorada y recibiera el tratamiento necesario. Agrega, que en dicho centro médico se le dijo que no  están dando citas para valoración, por lo que tenía que estar llamando para saber cuando abren de nuevo la atención a los pacientes. Agrega que lleva más de tres meses llamando para solicitar la atención médica que necesita, y la respuesta en siempre la misma, que aún no dan citas y que deberá continuar llamando, sin saber si por meses o años. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General y al Jefe del Servicio de Oftalmología, ambos del Hospital México, disponer lo necesario para que, de inmediato, un especialista en Oftalmología del Hospital México valore a la recurrente, determine la prioridad de su atención y en caso de que sea urgente tratar su caso, se tomen las medidas correspondientes. CL

13669-08. MEDICAMENTO. Alega la recurrente que padece múltiples enfermedades y que la subdirección médica recurrida giró instrucciones para que se sea tratada con un solo medicamento, que dado su padecimiento  requiere  de atención médica la cual hasta la fecha no se le brinda. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jefe del Departamento de Protección al Usuario de la Caja Costarricense de Seguro Social, y a la Contralora de Servicios de la Clínica Marcial Fallas, disponer las acciones necesarias para que en la Clínica Marcial Fallas en Desamparados se de cumplimiento, de inmediato, a la propuesta de solución contenida en el oficio CS-060-08 del 23 de julio de 2008. CL
13665-08. MEDICAMENTO. Señala la parte recurrente que es paciente de cardiología y que la autoridad recurrida no le suministra el  medicamento denominado CARVEDILOL (LOREG) de 12,5 miligramos, el cual solicitó en la Farmacia desde el 12 de agosto de 2008,  y se le indica que se encuentra agotado. Considera que está en juego su salud, indica que en estos momentos no cuenta con dinero para comprar el medicamento y la pastilla no la venden por separado. Se ordena al Director General del Hospital Calderón Guardia y a la Directora del Servicio de Farmacia de ese Hospital, que giren las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que de forma inmediata se entregue a la amparada, el medicamento Carvedilol (Coreg), en las dosis que señaló su médico tratante del servicio de cardiología del Hospital Calderón Guardia. CL

13664-08. LE ASIGNAN CITA MÉDICA PARA  NOVIEMBRE DEL 2009. Alega el recurrente que padece de osteopenia severa, radiculopatía, comprensión radicular L4-L5 izquierda, hernia de disco, inestabilidad de la columna lumbar, osteoporosis en la columna vertebral. Manifiesta que para aliviar el dolor de dichos padecimientos requiere tomar 1 pastilla de Tenoxican al día, la cual era suministrada por la Caja Costarricense de Seguro Social, al igual que los estrógenos y progesterona. No obstante los mismos se le terminaron a principios de agosto y actualmente siente mucho dolor y no puede dormir. Agrega que explicó su situación ante la autoridad recurrida le programa cita para noviembre del 2009. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Hospital San Juan de Dios, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro de un plazo razonable se valore a la amparada en los servicios a los que fue referida por la Jefatura de Neurocirugía, según los criterios de dicha dependencia. CL
13666-08. PROGRAMACIÓN DE OPERACION. Alega la recurrente que le fue programada para operación el 2-04-2009, y debido a su  padecimiento solicita se le programe la cirugía inmediatamente, ya que  le ocasiona dolencias, hemorragias severas y alteraciones de la sangre. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General y al Jefe a.i. de la Sección de Ginecobstetricia, ambos del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, que procedan de manera inmediata a hacer una nueva valoración del caso de la recurrente para determinar de manera precisa el padecimiento que tiene y en atención al resultado obtenido, se determine el procedimiento a seguir así como también se establezca claramente el esquema de tratamiento que se le deberá aplicar tan pronto como sea posible, en aras de preservar su derecho a la salud y a la vida. CL

13633-08. RECHAZAN SOLICITUD DE SEGURO DE VIDA. El recurrente alega que el Instituto Nacional de Seguros brinda un trato discriminatorio a las personas adultas mayores, ya que deniega el aseguramiento de personas mayores de 65 años. Señala que ha tenido que viajar en los últimos años, por lo que  ha tratado de conseguir un seguro de vida en la oficina del Instituto Nacional de Seguros ubicada en el aeropuerto Juan Santamaría, pero su solicitud siempre ha sido rechazada por ser un ciudadano de oro. Reclama que lo mismo le ha sucedido con las tarjetas de crédito en varios bancos, que han rechazado sus solicitudes de aumentar el monto de las mismas por motivo de su edad. Dice que recibió una carta de la Gerencia del Servicio al Cliente de Credomatic, en la cual se le indica que no pueden mantenerlo asegurado en la póliza de saldos deudores, ya que el Instituto recurrido determina como edad límite la edad de sesenta y cinco años. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Seguros, que emita las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias, a efecto de incluir de forma inmediata al recurrente, en la Póliza de Vida Colectiva Deudores si llega a formalizar una operación de crédito con Credomatic de Costa Rica u otra empresa comercializadora, previo cumplimiento de los requisitos establecidos legalmente para ese fin. CL
13436-08. LIMITACIONES PARA INDEMNIZACIONES POR NEMAGON. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 16 de la Ley de Determinación de Beneficios Sociales y Económicos para la población afectada por el DBCP. La norma se impugna en cuanto se alega que con la promulgación de la citada ley, se incrementó el monto de indemnización a cada trabajador afectado por el químico del nemagón, sin embargo excluye de tal beneficio a las personas que habían sido indemnizadas antes de la entrada en vigencia de la ley, mediante el acta de entendimiento o el convenio celebrado entre el INS y el CONATRAB, negándose de esta forma el incremento indemnizatorio.  Refieren que mediante esa ley, se ha retribuido o compensado con un monto indemnizatorio mayor a otros trabajadores, que se encuentran en igualdad de condiciones, lo cual estiman contrario al principio de igualdad, dado que las personas que fueron excluidas de la aplicación de esa ley recibieron un monto menor al ahora reconocido.  En criterio de los accionantes, la aplicación del artículo 16 impugnado, les causa una evidente discriminación y un trato desigual,  porque todos fueron trabajadores que en su momento laboraron manipulando la sustancia química  prohibida que resultó ser un veneno letal y degradante para su organismo. Además,  en el momento  en que fueron indemnizados no se contaba con un instrumento jurídico específico, por lo que no existe razón para que  ahora se les excluya del beneficio de un monto superior indemnizatorio que hoy se le brinda muchos trabajadores en igualdad de condiciones a las que ellos se encuentran, pues existen las mismas cuotas de seguridad social aportadas,  el mismo grado de afectación y los mismos requisitos aportados administrativamente.  En virtud de lo anterior, sostienen que  la ley debió adoptar medidas concretas para el pago del reajuste correspondiente para los trabajadores que no se les aplicó la ley . Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta pone nota. SL
13420-08. MEDICAMENTO. Aduce la recurrente que el medicamento para su padecimiento se encuentra agotado y le han indicado que no saben cuando van a hacer la compra. Se declara lugar el recurso. Se ordena al Director General, Jefe de la Sección de Medicina y Directora a.i. del Servicio de Farmacia, del Hospital Doctor Rafael Ángel Calderón Guardia, lo siguiente: a) Tomar las respectivas medidas de urgencia, para adquirir suficientes existencias de "Mesalamina 400 mg", y atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de ese medicamento; b) coordinar y planificar las gestiones administrativas para promover la compra de ese medicamento antes que se agoten las existencias y c) abstenerse de volver a incurrir en la conducta omisiva que dio lugar al presente amparo. Tomen nota las autoridades recurridas de lo expuesto en el considerando IV de esta sentencia. CL

DERECHO DE PENSION
13847-08. REQUISITO PARA TRASPASO DE PENSIÓN. Acción de Inconstitucionalidad en contra del artículo 9.1 inciso a) del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Alega que le fue negada la pensión por viudez, porque no existió convivencia de forma continua y bajo el mismo techo, por cuanto había una separación. En primer lugar, señala la Sala que la gestión incumple con algunos de los requisitos formales establecidos en la Ley de esta jurisdicción para la admisibilidad de las acciones de inconstitucionalidad. En lo demás, es criterio de la Sala que en este caso no pareciera que se esté ante un problema de constitucionalidad, sino de inaplicación del inciso b) ibidem, situación que -en todo caso- no cabe examinar en la vía de acción de inconstitucionalidad, sino que debe ser resuelta por la propia autoridad administrativa y, en su caso, eventualmente por los tribunales ordinarios o incluso por esta misma Sala -pero en sede de recurso de amparo- si es que la interesada considerase que lo que aquélla resuelva afecta sus derechos fundamentales. Se citan las sentencias:  378-01 y 2232-06. RF.
13424-08 NIEGAN PENSION DEL REGIMEN DE CONTRIBUTIVO, POR CUANTO UN FAMILAR YA RECIBE ESTE BENEFICIO. Señala la parte recurrente que la autoridad recurrida le ha negado su pensión del régimen no contributivo, por cuanto se le informa que un miembro de la familia ya la recibe. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, otorgar a favor de la recurrente, la pensión por el Régimen No Contributivo de Pensiones si otra causa ajena no lo impide. CL

DERECHO DE PROPIEDAD

14601-08. DEMUELEN PROPIEDAD SIN EL DEBIDO PROCESO. APERTURA DE CALLE. Señala el recurrente que personeros de la autoridad recurrida  sin ninguna limitación y razón alguna procedieron a demoler y a destruir la cerca de postes de cemento que se ubicaba al frente de dichos terrenos, sitos en Playa Coyote, que corresponde al distrito Bejuco del cantón de Nandayure, cuyos derechos le han sido reconocidos expresamente por parte de esa corporación municipal por acuerdos del Concejo Municipal. Que antes de realizar la  lo antes expuesto  nunca se le puso en conocimiento tales acciones, lo  que considera una falta al debido proceso, violando así su derecho a la propiedad. Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso. Se ordena al Alcalde Municipal y Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Nandayure  que en forma inmediata deben de llevar a cabo el procedimiento legalmente correspondiente a la reapertura de la calle pública ubicada en Playa Coyote. CL
DERECHO DE TRABAJO
14658-08. MINAE NO HACE EFECTIVO PAGO DE ZONAJE ORDNADO POR DECRETO. Alega el recurrente impugna que pese a las gestiones planteadas ante la autoridad accionada, no ha recibido el pago que corresponde por concepto de zonaje, de conformidad con lo dispuesto en el Decreto Ejecutivo número 33074-MINAE publicado en el Diario Oficial La Gaceta del siete de junio de dos mil seis, lo que estima violenta sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Ministro y a la Presidenta de la Comisión de Zonaje, ambos del Ministerio de Ambiente y Energía, realizar las gestiones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias para que en el término de un mes contado a partir de la comunicación de esta sentencia se pague al recurrente lo adeudado por concepto del incentivo de zonaje y los aumentos respectivos, según corresponda. CL
14593-018. CONTAMINACIÓN EN OFICINAS PÚBLICAS. Acusa la recurrente que la autoridad recurrida ha hecho caso omiso con la nota enviada por varios empleados de la institución, relacionado con el fumado, el cual afecta a varias personas y atenta contra la salud de varias personas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Oreamuno, o a quién en su lugar ejerza ese cargo, que de inmediato y de conformidad con los criterios técnicos correspondientes, traslade el área de fumado de la Corporación Municipal a un sitio que no afecte el derecho a la salud de los trabajadores, lo cual deberá de informar oportunamente a esta Sala. CL

14590-08. ELIMINACION DEL PAGO DE DEDICACION EXCLUVISA A FUNCIONARIOS DEL PODER JUDICIAL. Alega el recurrente que el Tribunal Superior de Trabajo, Sección Segunda dispuso entre otras cosas el pago por concepto de dedicación exclusiva de un veinte por ciento del salario base, beneficio que sería obligatorio para todos los servidores del Archivo Criminal aquí amparados, con carácter de excluyente para los que gocen del mismo o del régimen de prohibición que se disfrute o se llegara a concede, pero que sin razón alguna le fue  eliminado  de manera arbitraria sin  el debido proceso. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso. CL
 08-14609. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Alega la parte recurrente que en proceso administrativo seguido en su contra, interpuso incidente de nulidad de la Imputación de Cargos y Excepción de falta de derecho. Dado que los hechos alegados no son claros ni precisos y de esta forma se le esta causando una indefensión  en el proceso. Se declara con lugar el recurso, por violación a lo dispuesto en el artículo 39 de la Constitución Política. En consecuencia, se ordena a   la Directora de la Clínica Dr. Carlos Durán Cartín de la Caja Costarricense de Seguro Social, proceda a anular la resolución de las trece horas del trece de agosto de dos mil siete, mediante la cual se inició el procedimiento administrativo disciplinario contra el recurrente, así como todos los actos del procedimiento emitidos con posterioridad. CL
14489-08. SANCION ADMINISTRATIVA Y JUDICIAL. Alega el recurrente que se le comunicó su despido del Poder Judicial, resolución contra la que interpuso un recurso de apelación en subsidio. Señala que en respuesta a dicho recurso, se procedió a suspenderlo sin goce de salario a partir del 10 de setiembre hasta el 15 de octubre del año en curso, por el periodo que le resta por cumplir de la sanción impuesta por el Tribunal de Tránsito de San Ramón, por considerar su forma de conducir como "temeraria". Afirma que  no se le brindó un debido proceso ni se le otorgó el derecho al ejercicio de una defensa técnica en sede administrativa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
14094-08. RESTRINGEN ENTRADA A EMPLEADOS DEL AEROPUERTO INTERNACIONAL JUAN SANTAMARÍA. Indica el recurrente que es trabajador del Aeropuerto Juan Santamaría y que el Comité de Seguridad y Facilitación del Aeropuerto mencionado, tomó una serie de medidas, entre las cuales se brindó una lista de las únicas personas que están exentas de los controles en los puestos de seguridad aeroportuaria e igualmente sobre el personal que tendrá que utilizar los filtros de seguridad, entre ellas los funcionarios amparados que laboran en el salón diplomático. Señala que con esas directrices, deben realizar un recorrido de aproximadamente  de más quince minutos para llegar a un mismo lugar, con el agravante de salir por la puerta que da a la calle cuando se encuentra lloviendo y exponerse a la inseguridad que apremia. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se anulan los acuerdos del Comité de Seguridad y Facilitación del Aeropuerto Internacional Juan Santamaría, adoptados los días treinta y uno de octubre de dos mil siete, trece de diciembre de dos mil siete, y veinticuatro de abril de dos mil ocho, únicamente en lo concerniente a la restricción de paso en ambos sentidos por el área de Migración de la terminal y otras zonas de necesario desplazamiento de los funcionarios del Salón Diplomático del aeropuerto. Se ordena al Presidente del Comité de Seguridad y Facilitación del Aeropuerto Internacional Juan Santamaría, o a quien ocupe su cargo, que deberá disponerse el tránsito y acceso de los funcionarios del Salón Diplomático en el ejercicio de sus funciones en las áreas de la terminal que resulten de necesario acceso para la oportuna prestación del servicio público que brindan. CL
14098-08. PAGO DE HORAS EXTRAS Y DISPONIBILIDAD A FUNCIONARIOS DEL PODER JUDICIAL. Señalan que son fiscales del Circuito Judicial de Guanacaste, Liberia, se les obliga a trabajar fuera de horas laborales para asegurar la continuidad del servicio. Según su criterio con base en el artículo 58 de la Constitución Política, las horas extras deberán ser remuneradas en aplicación del artículo 1 del Reglamento de Compensación por Disponibilidad del Poder Judicial, por lo que tendrían derecho además, al pago de un porcentaje del sueldo por concepto de disponibilidad. Afirman que desde hace mas de seis meses se le adeuda diferencias saláriales por horas extras. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior, y al  Jefe del Departamento de Personal, ambos del Poder Judicial, o a quienes ocupen sus cargos, disponer lo necesario para que se cancele a los recurrentes las horas extraordinarias efectivamente laboradas, y se les continúe pagando de esta forma, en tanto trabajen horas extraordinarias, independientemente del régimen de disponibilidad al que estén sometidos. CL
13887-08. TRASLADO SIN DEBIDO PROCESO. Señala el recurrente que en el año 2006 fue nombrado en propiedad como Asistente  Administrativa  en el Hospital Nacional Psiquiátrico. Que posteriormente se le pasa a realizar funciones de otra índole, las cuales considera inherentes al cargo que ocupa en propiedad y a la vez manifiesta que no se le ha dado explicación al respecto de su traslado y se le ha degradado de categoría y de funciones. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente por violación al derecho de defensa. Se ordena al Director Administrativo del Hospital Nacional Psiquiátrico, o a quien en su lugar ejerza ese cargo, que le comunique a la amparada las razones con que justificó su traslado definitivo al Área de Gestión de Bienes y Servicios, dentro del plazo de ocho días contado a partir de la notificación de este pronunciamiento judicial. CL Parcial
13650-08 DOBLE SANCION ADMINISTRATIVA POR LOS MISMOS HECHOS. Alega el recurrente que se inició un procedimiento disciplinario en su contra, en donde se le impuso como sanción un día sin goce de salario. No obstante lo anterior, se dicto otra resolución en donde por los mismos hechos se dicta en su contra otra suspensión de cuatro días. Se declara con lugar el recurso. Se  anula  la resolución de las ocho horas del 30 de junio de 2008 dictada por la Dirección General del Hospital San Juan de Dios que consta en el expediente disciplinario EA-RL-771-07 y se restituye al amparado Alfredo Ramírez Montero en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

13632-08. CESE NOMBRAMIENTO INTERINO. Alega la recurrente que durante el período comprendido entre el 01 de diciembre del 2007 al 07 de marzo del año en curso, se desempeñó en labores de Oficinista Uno (Proveeduría) en la Oficina Regional de la entidad recurrida sita en Frailes de Desamparados. Posteriormente, recibió una acción de personal proveniente del Departamento de Recursos Humanos del municipio recurrido, por medio de la cual se le comunicó: "…se nombra interinamente en la Plaza de oficinista 1, para la oficina regional de Frailes, por un período de dos meses, mientras se realiza el concurso. No obstante, sin haber realizado concurso alguno y por ende, sin haber tenido la oportunidad de participar en el mismo, recibió un fax en el que la Coordinadora del Proceso de Recursos Humanos, le indicó en lo que interesa: "…Por el presente medio le hago de su estimable conocimiento que su nombramiento concluye el próximo 7 de marzo…". Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Alcaldesa Municipal del Cantón de Desamparados, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes a fin de extender de manera inmediata el nombramiento interino de la agraviada, en la plaza que ocupaba con anterioridad en la dependencia accionada, mientras subsistan las razones que dieron origen a esa designación, según los criterios que se exponen en esta sentencia. CL 
13579-08. HORARIOS DE POLICIA PENITENCIARIA. Alegan los recurrentes, policías penitenciarios, que la autoridad recurrida violenta sus derechos constitucionales consagrados en el artículo 58 de la Constitución Política, toda vez que ha desnaturalizado la figura de la disponibilidad laboral, ya que debido a la falta de presupuesto para contratar más personal o pagar horas extra, les han asignado un nuevo recargo de funciones y situaciones de estrés, deterioro físico y emocional de los suscritos. Solicitan que se les reconozca toda actividad a destiempo de la jornada laboral como horario extraordinario. En este caso, se indica que los oficiales de seguridad penitenciaria del Ministerio de Justicia y Gracia conforman una categoría de trabajadores que se encuentran en situación excepcional, según lo dispone la Ley General de Policía y el artículo 143 del Código de Trabajo. Dadas las funciones que deben cumplir son servidores que califican dentro del régimen de excepción que contemplan los artículos 58 y 59 de la Constitución Política. Además este Tribunal ha reconocido que obligaciones como la disponibilidad, inherente al cargo de los miembros de la policía, habida cuenta de las posibles emergencias que se puedan presentar, no lesiona derecho fundamental alguno de aquellos, señalando que debido al régimen de disponibilidad a que dichos funcionarios se ven sujetos y en razón del fin público que cumplen, la distribución que la Administración haga de su jornada de trabajo en razón de la oportunidad y conveniencia que se tenga para hacer cumplir el fin público que su función persigue, no es violatoria de sus derechos fundamentales. Consta en autos que los recurrentes reciben un sobresueldo del 25% sobre su salario base y que las convocatorias no sobrepasan jornadas excesivas o irracionales, por lo que el que se les reconozca toda actividad a destiempo de la jornada laboral como horario extraordinario, escapa del ámbito de competencia de la Sala. Por estas y otras razones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
13585-08. DESPIDO. Alega la recurrente que en el Ministerio de Seguridad Pública, existe una persecución laboral en su contra, en razón de que interpuso un recurso de amparo para defender sus derechos, por cuanto se le suspendió del Curso Básico Policial, por ser portadora de la enfermedad de epilepsia compensada, el cual finalmente fue declarado sin lugar, por sentencia 13270-08; no obstante, antes de ser resuelto fue despedida de su puesto y asegura que fue por defender sus derechos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Cruz y Abdelnour salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL

13645-08. IMPLEMENTOS DE TRABAJO PARA ASISTENTES TECNICOS DE ATENCION PRIMARIA DEL AREA DE SALUD. Alegan los recurrentes, quienes son Asistentes Técnicos de Atención Primaria (ATAPS), que dirigieron una solicitud al Coordinador del Área de Salud de Montes de Oca, a fin de que realizara los trámites correspondientes para que se les provea a todos los funcionarios de ATAPS, de los que él forma parte, de los medios de protección básicos recomendados por la Organización Mundial de la Salud para las personas que, como ellos, deben laborar expuestos al sol, a fin de no contraer cáncer de piel y problemas de vista.  Indica que los implementos que necesitan son, entre otros, protector solar adecuado con factor de protección superior a 15 y gorras y anteojos para el sol con adecuado nivel de protección.  Señala que la gestión fue remitida por el Coordinador Médico del Área de Salud Montes de Oca al recurrido Coordinador de la Unidad de Contratación Administrativa del Programa de Atención Integral en Salud de la Universidad de Costa Rica por oficio PAIS-C-MO-024-08 del veinticuatro de enero del dos mil ocho, pero a la fecha no se les ha hecho entrega de los implementos en cuestión, lo que estima viola el derecho a la salud establecido en el artículo 21 de la Constitución Política.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director y al Coordinador de la Unidad de Contratación Administrativa, ambos del Programa de Atención Integral en Salud de la Universidad de Costa Rica, que adopten de manera inmediata todas las medidas que sean necesarias a efecto de que se supla a los Asistentes Técnicos de Atención Primaria (ATAPS) que laboran para el Programa de Atención Integral en Salud Convenio UCR-CCSS Área de Salud de Montes de Oca y que están expuestos al sol en el desempeño de sus jornadas de trabajo, de los implementos necesarios como gorras, anteojos protectores de rayos ultravioleta y bloqueador solar adecuado a fin de que su derecho a la salud no se vea amenazado con el ejercicio de sus funciones. En cuanto a la alegada violación al derecho de petición y pronta resolución, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
13422-08 NIEGAN PERMISO LABORAL PARA ASISTIR CON SU HIJO MENOR DE EDAD A CITAS MEDICAS. Alega la recurrente que la amparada es madre del amparado el cual tiene dos años de edad y necesidades especiales, pues sufre de un leve retraso psicomotor y de lenguaje. Que por recomendación médica se estableció que si a los dos años el amparado no podía hablar, se haría necesaria terapia especializada tendente a lograr un cambio significativo en su desarrollo general. Que desde febrero de este año le fue asignado a la amparada un horario a efecto de cumplir con sus cuarenta y dos lecciones en el Colegio Doctor Clodomiro Picado de Turrialba. Que en marzo de este año, al estar cerca el segundo cumpleaños del amparado y al continuar sin desarrollar el habla, se remitió al amparado a terapia del lenguaje en la Escuela de Enseñanza  Especial de Turrialba. Que en dicho lugar, por los compromisos con otras personas con iguales o condiciones más sensibles a la de su hijo, se estableció como día para participar en su terapia los lunes de las siete a las diez horas. Que este horario no puede ser cambiado pues alteraría el tratamiento de personas con necesidades especiales. Que ante esta situación la amparada solicitó a la Directora del colegio donde labora que le concediera permiso durante los días lunes para poder llevar al amparado a tratamiento, pues no solo debe llevarlo sin participar activamente en la terapia pues los demás días de la semana debe darle apoyo o soporte hasta el lunes siguiente. Que la petición fue hecha verbalmente y le fue denegado el permiso. Que lo solicitó por escrito y también le fue negado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la  Directora del Colegio Dr. Clodomiro Picado Twight, a  la Directora Regional de Educación de Turrialba y al Ministro, todos del Ministerio de Educación Pública que, de manera inmediata, le otorguen a la amparada, un permiso con goce de salario a efecto que pueda asistir a aquellas sesiones de terapia programadas en favor de su hijo, durante el presente curso lectivo, por el Centro de Educación Especial de Turrialba. Asimismo, se les ordena a las autoridades recurridas que, de manera inmediata, giren las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que se encuentren dentro del ámbito de su competencia, con el propósito de garantizar la continuidad del proceso educativo de aquellos alumnos del centro educativo recurrido que se verán afectados con la disposición acordada por este Tribunal. CL

13434-08. DECLARACION DE BIENES. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, y su Reglamento. Alega la recurrente que el artículo 29 se contrapone al concepto ideológico de Estado Democrático de Derecho, al transformarlo en un Estado fiscalizador de la intimidad de sus ciudadanos, lesionando así su dignidad, libertad y derechos. Esta norma lesiona el artículo 28 constitucional, pues violenta el derecho a la intimidad de los ciudadanos que desempeñan el cargo de funcionario público. El artículo 53 de la Ley N° 8422 lesiona el principio de inocencia en cuanto establece, a priori, una condición de culpabilidad por ser funcionario público, condición que se extiende a familiares o a quienes conviven con él. Por su parte, el artículo 55 del Reglamento referido, lesiona el principio de irretroactividad, por violar el principio de inderogabilidad de la Ley, contenido en el artículo 13 de la Ley General de la Administración Pública. La fórmula “Declaración Jurada de Bienes” adolece de los mimos defectos de inconstitucionalidad y sobrepasa los parámetros de intimidad y secreto bancario, al pretender información bancaria, con números y estados de cuenta, datos que son secretos. Sobre el tema planteado se citan los votos 7689-08, 7242-04, 843-94 y 4865-04. Se rechaza por el fondo la acción en relación con el artículo 29, incisos d) y h) y el artículo 53 de la Ley N° 8422. En lo demás, se rechaza de plano. El Magistrado Armijo salva el voto y ordena dar curso. RF y RP
13422-08 NIEGAN PERMISO LABORAL PARA ASISTIR CON SU HIJO MENOR DE EDAD A CITAS MEDICAS. Alega la recurrente que la amparada es madre del amparado el cual tiene dos años de edad y necesidades especiales, pues sufre de un leve retraso psicomotor y de lenguaje. Que por recomendación médica se estableció que si a los dos años el amparado no podía hablar, se haría necesaria terapia especializada tendente a lograr un cambio significativo en su desarrollo general. Que desde febrero de este año le fue asignado a la amparada un horario a efecto de cumplir con sus cuarenta y dos lecciones en el Colegio Doctor Clodomiro Picado de Turrialba. Que en marzo de este año, al estar cerca el segundo cumpleaños del amparado y al continuar sin desarrollar el habla, se remitió al amparado a terapia del lenguaje en la Escuela de Enseñanza  Especial de Turrialba. Que en dicho lugar, por los compromisos con otras personas con iguales o condiciones más sensibles a la de su hijo, se estableció como día para participar en su terapia los lunes de las siete a las diez horas. Que este horario no puede ser cambiado pues alteraría el tratamiento de personas con necesidades especiales. Que ante esta situación la amparada solicitó a la Directora del colegio donde labora que le concediera permiso durante los días lunes para poder llevar al amparado a tratamiento, pues no solo debe llevarlo sin participar activamente en la terapia pues los demás días de la semana debe darle apoyo o soporte hasta el lunes siguiente. Que la petición fue hecha verbalmente y le fue denegado el permiso. Que lo solicitó por escrito y también le fue negado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la  Directora del Colegio Dr. Clodomiro Picado Twight, a  la Directora Regional de Educación de Turrialba y al Ministro, todos del Ministerio de Educación Pública que, de manera inmediata, le otorguen a la amparada, un permiso con goce de salario a efecto que pueda asistir a aquellas sesiones de terapia programadas en favor de su hijo, durante el presente curso lectivo, por el Centro de Educación Especial de Turrialba. Asimismo, se les ordena a las autoridades recurridas que, de manera inmediata, giren las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que se encuentren dentro del ámbito de su competencia, con el propósito de garantizar la continuidad del proceso educativo de aquellos alumnos del centro educativo recurrido que se verán afectados con la disposición acordada por este Tribunal. CL

13434-08. DECLARACION DE BIENES. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, y su Reglamento. Alega la recurrente que el artículo 29 se contrapone al concepto ideológico de Estado Democrático de Derecho, al transformarlo en un Estado fiscalizador de la intimidad de sus ciudadanos, lesionando así su dignidad, libertad y derechos. Esta norma lesiona el artículo 28 constitucional, pues violenta el derecho a la intimidad de los ciudadanos que desempeñan el cargo de funcionario público. El artículo 53 de la Ley N° 8422 lesiona el principio de inocencia en cuanto establece, a priori, una condición de culpabilidad por ser funcionario público, condición que se extiende a familiares o a quienes conviven con él. Por su parte, el artículo 55 del Reglamento referido, lesiona el principio de irretroactividad, por violar el principio de inderogabilidad de la Ley, contenido en el artículo 13 de la Ley General de la Administración Pública. La fórmula “Declaración Jurada de Bienes” adolece de los mimos defectos de inconstitucionalidad y sobrepasa los parámetros de intimidad y secreto bancario, al pretender información bancaria, con números y estados de cuenta, datos que son secretos. Sobre el tema planteado se citan los votos 7689-08, 7242-04, 843-94 y 4865-04. Se rechaza por el fondo la acción en relación con el artículo 29, incisos d) y h) y el artículo 53 de la Ley N° 8422. En lo demás, se rechaza de plano. El Magistrado Armijo salva el voto y ordena dar curso. RF y RP
DERECHO PENAL
14623-08. PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA. Señala el recurrente que el juzgado y Tribunal Penal de Puntarenas se tramita causa penal por el delito de Infracción a la Ley de Psicotrópicos contra el amparado. Indica que la Fiscalía de Puntarenas solicitó al Juzgado recurrido imponer le medida de privación de libertad al amparado por los hechos denunciados en su contra, contra la que se presentó un recurso de apelación en contra dicha resolución, pero el Tribunal Penal de Puntarenas rechazó el recurso en mención confirmando la resolución por medio de la cual se dispuso la prisión preventiva, sin emitir mayor valoración y fundamentación, dejando en indefensión al amparado, violentando con ello sus derechos fundamentales.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara parcialmente con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado. Se ordena a la jueza del Tribunal de Juicio de Puntarenas, o a quien corresponda la tramitación de la apelación en contra de la resolución del Juzgado Penal de Puntarenas de las 20:00 horas del 28 de agosto de 2008 (expediente judicial número 08-201368-431-PE), que de nuevo convoque a audiencia al amparado a fin de resolver el recurso supracitado de acuerdo con los lineamientos esbozados en la parte considerativa de esta sentencia, dentro del plazo de tres días hábiles contado a partir de la comunicación del texto íntegro de este pronunciamiento. CL Parcial. 
14625-08. PRISIÓN PREVENTIVA. Alega el recurrente que el Juzgado Penal de Heredia ordenó la medida cautelar de prisión preventiva en contra del amparado, por un plazo de tres meses. Dicha resolución fue recurrida y confirmada por el Tribunal de Juicio de Heredia.  Luego el Tribunal de Juicio de Heredia, prorrogó nuevamente la prisión preventiva por tres meses más. Se sostiene que el dictado de dicha resolución contraviene  el debido proceso y las garantías básicas del imputado, al dejarlo en un estado de indefensión e incerteza jurídica, sin que en la resolución correspondientes hayan constado las razones para imponer dicha decisión  y se prorroga la prisión preventiva, sin que se establezca fecha para debate. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado. Debe el Tribunal de Juicio de Heredia programar la fecha para realizar el debate en la causa en la cual figura como imputado el amparado, que ha sido objeto de este Recurso de Habeas Corpus, dentro del plazo de un mes contado a partir del recibo de esta comunicación. CL

14192-08. PENALIZACION DEL SUICIDIO. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 114 del Código Penal. La norma se impugna únicamente en cuanto penaliza la conducta del intento de suicidio, sin que la misma sea lesiva al principio de lesividad constitucional que deriva del artículo 28 de la propia Constitución Política, toda vez que no hay lesión ni al orden público, ni a la moral ni al derecho de terceros, de manera que la tipificación de esta conducta se convierte en desproporcionada por parte del Estado, en una sociedad democrática, al exceder la tutela de actos libres y voluntarios que no representan amenaza o peligro para los demás; no obstante se sancione con una medida de seguridad, no con pena privativa de libertad. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se estima que  no es el criterio de peligrosidad  aplicable al imputable en el delito de tentativa de su muerte. La sanción penal impuesta por el Estado a través de la imposición de la medida de seguridad, no se presenta en este supuesto como un mecanismo social regulador  capaz de cumplir su fin terapéutico de alejar a la persona de sus impulsos suicidas pues, la represión contra el suicidio atribuible al suicida no obtiene ningún resultado positivo; y lejos de ayudarlo a superar su situación, puede al contrario desencadenar más violencia contra sí mismo, en perjuicio de su propia vida. Se declara con lugar la acción. Se anula el artículo 114 del Código Penal. En consecuencia, las medidas de seguridad impuestas en aplicación de la norma declarada inconstitucional deben ser dadas por terminadas; sin perjuicio de que los pacientes voluntariamente deseen continuar el tratamiento psiquiátrico que se les brinda, según sus necesidades médicas. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Los Magistrados Mora y Abdelnour declaran sin lugar la acción. El Magistrado Vargas declara inconstitucional únicamente la palabra “psiquiátrico” utilizada en la norma impugnada. CL
14184-08. DETENCION ILEGITIMA. Señala el recurrene que la autoridad recurrida dicto  sentencia condenatoria en contra del aquí ofendido. Sin embargo, por medio de la resolución N° 2008-00708 de las 10:02 horas del 4 de julio de 2008, la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia declaró con lugar un procedimiento de revisión interpuesto por el abogado defensor del amparado por violación al principio de imparcialidad. Alega que en el ínterin no se le impuso ninguna medida cautelar, y por ende prisión preventiva, y sin embargo actualmente está privado de libertad. Por lo tanto, considera que su detención actual es ilegítima. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. CL
13993-08. PRISION PREVENTIVA. Indica el amparado que la autoridad recurrida tramita causa penal en contra de representado en la cual se encuentra en prisión preventiva pero la misma se venció y su defendido se encuentra en estado de indefensión por estar detenido ilegalmente. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del acusado. Se ordena al Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de Alajuela la reposición de la audiencia que conoce del recurso de apelación incoado por la defensa contra la prórroga de prisión preventiva del amparado y la acreditación de la misma mediante los medios técnicos pertinentes. CL
13992-08. NO SE RESUELVE SOLICITUD DE LEVANTAMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES. Alega el recurrente que en su contra se dictaron medidas cautelares consistentes en impedimento de salida del país, obligación de residir en el mismo lugar o dar aviso al Despacho sobre la variación del mismo, y la obligación de firmar cada quince días. Que dichas medidas cautelares vencieron el pasado veintiuno de agosto, pero a solicitud de la representación del Ministerio Público, fueron prorrogadas. Que dicha diligencia se autorizó sin mediar la intervención de la Defensa durante la audiencia, por cuanto había justificado su ausencia por atender otra diligencia judicial previamente impuesta. Que a pesar de que impugnó dicha actuación, a la fecha no se ha resuelto. Que aunado a lo anterior y debido a que sobrevino un padecimiento que amerita la atención médica inmediata en Estados Unidos de su defendido, pues requiere que le practiquen una cirugía, el pasado veintiocho de agosto planteó una "Solicitud de Levantamiento Temporal de las Medidas Cautelares", pero al Juez, hizo una interpretación equívoca de la diligencia, y al tomarla como una apelación por la inconformidad con lo resuelto respecto de la imposición de las medidas cautelares, desatendió resolver por el fondo su gestión, sin valorar, inclusive, el material probatorio suficiente que acompañó su petición. De mantenerse la situación procesal, legal y personal de su defendido, se estaría menoscabando un asunto de caracter humanitario, y estaría transgrediéndose el ámbito de tal circunstancia, con cualquier negativa que sostenga el Juzgado Penal, razón por la que solicita a la Sala que entre a suplir la parte que, en cuanto al disfrute de derechos fundamentales, el Despacho Judicial no está observando, so pena de que ello implique una cuadraplejia o de un padecimiento de por vida para su defendido. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso.  La Magistrada Abdelnour salva el voto y declara con lugar el recurso, sin ordenar el levantamiento de las medidas cautelares sustitutivas. SL
13852-08. DELITO DE DESCUIDO CON ANIMALES. Consulta Judicial de Constitucionalidad referente al artículo 130 bis del Código Penal. Considera el Juez consultante del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José que el legislador incumplió su deber de describir apropiadamente el comportamiento que se considera lesivo de un determinado bien jurídico y contravino la prohibición de crear tipos penales abiertos, pues la norma consultada impone pena de prisión por la simple tenencia de un animal peligroso, sin las condiciones idóneas para garantizar la seguridad de las personas, sin especificar cuáles deben ser esas “condiciones idóneas”, creando ambigüedad y abriendo la puerta a interpretaciones judiciales subjetivas. Además, se agrava la penalidad a “quien azuzare o soltare un animal peligroso, con evidente descuido”, sancionando más severamente una conducta culposa, por lo cual considera contradictorio hablar de “azuzar” o “soltar”, que son acciones deliberadas (dolosas), al mismo tiempo que se alude a un “evidente descuido”, que es el resultado de una conducta negligente. Estima la Sala que la norma impugnada extiende de la función legislativa a la jurisdiccional la precisión de la conducta sancionable, específicamente la determinación de lo que es “tener un animal peligroso, sin las condiciones idóneas para garantizar la seguridad de las personas”, “azuzar o soltar una animal peligroso con evidente descuido”, por lo que, con base en las consideraciones expuestas en sentencia, la norma debe declararse inconstitucional. Se evacua la consulta judicial formulada en el sentido de que es inconstitucional la siguiente expresión del artículo 130 bis del Código Penal: “Se impondrá pena de quince días a tres meses de prisión a quien tuviere un animal peligroso, sin las condiciones idóneas para garantizar la seguridad de las personas” y, por ende, se anula. . El Magistrado Vargas Benavides salva el voto y evacua la consulta en el sentido que la disposición aludida no vulnera el Derecho de la Constitución. Evacuada
13853-08. PRINCIPIO DE INTIMACION. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia. Se alega que en el procedimiento de citación directa del derogado Código de Procedimientos Penales de 1973, el tema no ha sido tratado específicamente en los precedentes constitucionales en su relación al debido proceso. En este provocaba que al imputado no se le realizara una imputación formal de los hechos. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que: a) la tramitación de un proceso penal mediante el procedimiento de citación directa no lesiona por sí mismo derecho constitucional alguno de los que son objeto de protección mediante el proceso de revisión de sentencia. b) una lesión sustancial del derecho de defensa material del acusado durante la realización del debate constituye una infracción al debido proceso, situación que corresponde a la autoridad consultante determinar en el caso concreto para resolver lo que proceda. Evacuada
13818-08. NOTIFICACION DE PRISION PREVENTIVA A DEFENSOR. Alega el recurrente que es el defensor privado del amparado y que nunca se le ha notificado la resolución que decreta la prisión preventiva, lo que le ha impedido ejercer el derecho de defensa. Estima esta Sala que lleva razón el accionante en cuanto a sus alegatos, pues es más que obvio  que la autoridad recurrida en la especie incurrió en una omisión al no notificarle al recurrente la resolución que decretó la prisión preventiva, lo que lesiona de forma directa sus derechos fundamentales, toda vez que como imputado dentro de una causa penal el amparado tiene derecho a escoger el profesional en derecho que ejercerá la defensa técnica en su representación. CL
13831-08. PRÓRROGA DE PRISIÓN PREVENTIVA. SE RECHAZA RECURSO DE  APELACION.  Señala el recurrente que el Juzgado Penal recurrido dictó prórroga de prisión preventiva contra el amparado cuando sólo faltaban dos días para cumplirse con el término de la prisión preventiva impuesta-. Presentó recurso de apelación y lo declararon inadmisible. Considera éste Tribunal que la prórroga de la medida cautelar impuesto al amparado es justificable y no encuentra problema en que la misma se dictara dos días antes de que vencieran los primeros tres meses desde que se decretó la medida.  Sin embargo se estima que resulta excesivamente formalista de parte del Tribunal Penal de Juicio recurrido declarar inadmisible el recurso, contraviniendo el ordinal 2 del Código Procesal Penal, de conformidad con el cual deben interpretarse restrictivamente las disposiciones legales que coarten la libertad personal o limiten el ejercicio de un poder o derecho conferido a los sujetos del proceso y es por ese motivo que se impone la estimatoria de este recurso únicamente en cuanto a este extremo. Se declara parcialmente con lugar el recurso SIN ORDENAR LA LIBERTAD DEL AMPARADO. CL PARCIAL.

13814-08. DETENCIÓN ILEGÍTIMA. Señala el amparado que fue aprehendido por orden del Ministerio Público. Se le tomó declaración indagatoria 18 horas después  y no se realizó ninguna diligencia de investigación, puesto que con lo único que se cuenta es con el parte policial y la denuncia de la supuesta ofendida. Manifiesta que se venció el plazo de veinticuatro horas que establece el ordenamiento jurídico como máximo para que los representantes del órgano acusatorio puedan sin que medie orden que emane de autoridad competente, poder restringir la libertad de una persona. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

13812-08. REBELDÍA EN MATERIA DE CONTRAVENCIONES. Señala el recurrente que a la amparada se le siguió una causa por el delito de agresión con arma, por medio de la cuál se le condenó a  una pena de dos meses de prisión por medio de sentencia del Tribunal accionado.  En razón de que no se le pudo notificar las diferentes resoluciones en la dirección que aportó se ordenó la  rebeldía de la encartada y su detención.  Estima que en virtud de lo expuesto, la detención de la tutelada resulta ilegítima y atenta contra su derecho a la libertad  porque según el numeral 89 del Código Procesal Penal se esta en presencia de una contravención y como tal, no es procedente la aplicación de la rebeldía y menos aún de una detención con la finalidad de notificarle dicha sentencia. En este caso, no observa la Sala que la autoridad recurrida tenga impedimento alguno para decretar rebeldía en contra de la amparada, así como tampoco la orden de captura. No obstante, si bien se cometió el error de dictar, la orden de captura y remisión a la cárcel, la cual es improcedente en este asunto, lo cierto del caso es que ésta fue dejada sin efecto. Sobre el tema se citan las sentencias 4817-00 y 4541-00. SL
13811-08. PRÓRROGA DE PRISIÓN PREVENTIVA. Acusa la recurrente la violación al debido proceso y al derecho de defensa del amparado por cuanto previo al dictado de la prorroga de la prisión no se le otorgó audiencia a la defensa sobre la solicitud planteada por el Ministerio Público para la prorroga de la privación de libertad, motivo por el cual presento un recurso de apelación en contra de lo resuelto. Posteriormente, el Tribunal de Juicio de Cartago celebró la audiencia oral, procediendo a confirmar lo resuelto por el Juzgado accionado, violentando, a juicio del recurrente, el principio de imparcialidad por falta de valoración objetiva de la prueba, el principio del Juez Natural, dado que se emitió un criterio de prejuzgamiento y condenatoria del amparado.  La Sala se refirió, ampliamente, a la importancia de la oralidad para el ejercicio del derecho de defensa del imputado, en la sentencia 3019-07. 
En este caso consta que las decisiones tomadas por las autoridades accionadas, se encuentran debidamente fundamentadas. Asimismo, consta que en el propio proceso penal se subsanaron los vicios que reclama la recurrente. SL 
13694-08. NOTIFICACION DE PRORROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. Alega el recurrente que el Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, por medio de la resolución de las 4:56 horas del 18 de mayo del 2008, dispuso prisión preventiva en contra de la amparada por un plazo de tres meses, mismo que venció en fecha 18 de agosto del 2008. Señala que en fecha 30 de julio del 2008 junto con el co-defensor fueron apersonados como defensores privados de la imputada. Alega que a la fecha de interposición del presente recurso no han recibido notificación alguna de que haya sido ampliada la prisión preventiva a su representada y en caso de que así lo haya sido no han sido notificados. Indica que el artículo 256 del Código Procesal Penal establece un plazo de 24 horas para apersonarse a apelar la resolución de ampliación de la prisión preventiva, mismos que no les ha sido otorgado de haberse ampliado la prisión preventiva, de ahí que lo resuelto por el Juzgado, de haber sido así, resulta absolutamente ineficaz.  Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del amparado. Proceda el Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José a notificar en el plazo de veinticuatro horas contado a partir de la comunicación de esta sentencia, la resolución de las dieciséis horas veinte minutos del 18 de agosto del 2008, a los defensores que se encuentran apersonados en el proceso, para que éstos tengan la posibilidad de impugnar y ejercer la defensa técnica. CL

13688-08. MEDIDA CAUTELAR EN CAUSA POR INJURIAS Y DIFAMACION. Alega el recurrente que en contra del amparado se sigue causa penal por el delito de injurias y difamación. Que en dicha sumaria, se decretó la rebeldía del amparado. Que el trece de agosto de este año se celebró una audiencia oral en el Tribunal de Juicio de Puntarenas debido a que el amparado fue detenido y puesto a la orden del Tribunal recurrido. Que en la audiencia, el amparado justifica que al haberse dictado un sobreseimiento definitivo a su favor, por extinción de la acción penal por prescripción en sentencia número 291-P-07 de las trece horas veinte minutos del veinticinco de julio de dos mil siete, él pensó que había terminado el proceso penal y decidió mudarse a otro sitio para no tener más problemas con la presunta ofendida y obviamente consideró que al haber fenecido el proceso, no era necesario actualizar su domicilio. Que en dicha audiencia el querellante le indica al juzgador que solicita al amparado la promesa de seguir sometiéndose al proceso penal, que no pedía ninguna medida cautelar puesto que al tratarse de un delito cuya pena es no privativa de libertad, no procedían. Que el juez, a pesar de ello, decide imponerle al amparado como medida cautelar el deber de firmar cada quince días. Que presentó revocatoria contra dicha resolución por cuanto no se cumplen los presupuestos que exige la legislación procesal para el dictado de una medida cautelar en este tipo de delitos, no obstante dicha gestión fue rechazada por el juez, lo que estima lesivo de sus derechos fundamentales. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso.   Se declara sin lugar el recurso. Las Magistradas Calzada y Abdelnour ponen nota. SL

13446-08. FUNCIONES DEL JUEZ PENAL JUVENIL. Consulta Judicial de Constitucionalidad del Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José referente a un proceso de revisión. Se consulta sobre el artículo 29 de la Ley de Justicia Penal Juvenil y el manejo que se le da a muchos expedientes de jóvenes imputados de un delito en nuestro país. Se consulta sobre las funciones del Juez Penal Juvenil. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que diseño legislativo para la intervención del juez en la Ley Penal Juvenil no es inconstitucional por sí mismo, en el tanto en que la tramitación y decisión de los procesos concretos respete el derecho fundamental del menor acusado a que un juez imparcial decida su causa. De igual forma, la fundamentación adecuada, razonada y suficiente de todas las circunstancias que pueden incidir en la fijación del monto de la pena, y su necesaria proporcionalidad frente al hecho que se atribuyó, forman parte integrante del debido proceso. Corresponde al Tribunal consultante determinar lo pertinente en el caso concreto, según se ha expuesto y declarar lo procedente. Evacuada
13432-08. PRINCIPIO NON BIS IN IDEM APLICADO A LOS PROCESOS DE EXTRADICION. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Sección Segunda del Tribunal de Casación Penal del Tercer Circuito Judicial de Alajuela en lo referente al artículo 6 párrafo primero del Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos de América, ratificado por Ley número 7146 del 30 de abril de 1990. Estima el Tribunal de Casación Penal que dicha norma podría contener vicios de inconstitucionalidad por  lesionar los principios de  prohibición de doble persecución o non bis in ídem, libertad y seguridad. Esto por cuanto, se circunscribe la aplicación del non bis in ídem, a aquellos casos en que la persona que es reclamada por el Estado requirente esté siendo juzgada, o hubiere sido condenada, absuelta, perdonada, indultada, o hubiere cumplido la condena, en el Estado requerido, dejando así por fuera otras posibilidades, por ejemplo, que la sentencia que generó ese juzgamiento previo, se haya dictado en un tercer Estado (distinto del requerido). Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 6 párrafo primero del Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos de América, ratificado por Ley número 7146 del treinta de abril de mil novecientos noventa, no resulta inconstitucional. Evacuada
13433-08. REENVIO Y NUEVO JUZGAMIENTO POR LOS MISMOS HECHOS. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 450, 451 y 451 bis del Código Procesal Penal. Alega el recurrente que fue absuelto por varios hechos constitutivos de varios delitos de abusos sexuales. No obstante, la Fiscal de San Carlos presentó un recurso de casación que fue declarado con lugar, ordenándose el reenvío para un nuevo juzgamiento sobre los mismos hechos. Estima que esto infringe lo dispuesto en el artículo 42 de la Constitución Política, que dispone que nadie puede ser juzgado más de una vez por el mismo hecho punible. Afirma que a él se le va a realizar un doble juzgamiento, pues debe comparecer a otro juicio, dar otra declaración, recibir los mismos testigos, etc. Indica que invocó la inconstitucionalidad dentro de ese asunto base, que se tramita en el Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de San Carlos, como medio razonable de amparar el derecho e interés que considera gravemente lesionados. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se rechaza por el fondo la acción. RF
13435-08. PRISION PREVENTIVA EN CASOS DE EXTRADICION. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 11 y 12 del Tratado de Extradición entre Costa Rica y los Estados Unidos de América. Estima la accionante que en la medida en que estas normas establezcan únicamente la detención provisional y no las demás medidas cautelares que prevé el Código Procesal Penal, tales como el arresto domiciliario, caución real o juratoria, presentación periódica ante el tribunal, etc., se vulnera lo dispuesto en los artículos 7 y 33 de la Constitución Política, 8 párrafo 1) de la Convención Americana de Derechos Humanos y 10 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos,  por otorgar un trato desigual a los extraditables en relación con los imputados en causas penales que se conozcan en el país, vulnerando además el debido proceso y derecho de defensa. Sobre el tema se citan las sentencias 10835-01, 8486-04, 828-07, 926-94. Se rechaza por el fondo la acción. RF
DERECHO TRIBUTARIO
14008-08, 14009-08. INTERRUPCION DE LA PRESCRIPCION EN MATERIA TRIBUTARIA. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 54 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, la frase que dice: “el nuevo término se computa desde el primero de enero siguiente al año calendario en que la respectiva resolución quede firme”. Alegan los recurrentes que la norma establece un supuesto ilimitado de interrupción del curso del término de la prescripción, en aquellos casos en que el contribuyente ha ejercido su derecho al recurso contra la resolución de la Administración Tributaria. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo el recurso. RF
13850-08. PLAZO DE PRESCRIPCIÓN EN COBRO DE IMPUESTOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 54 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, frase: “el nuevo término se computa desde el primero de enero siguiente al año calendario en que la respectiva resolución quede firme”. La sociedad accionante solicita que se declare inconstitucional la norma cuestionada, ya que en estos casos, si el administrado impugna el cobro de un impuesto, el plazo de la prescripción se interrumpe y empieza a correr de nuevo a partir de la firmeza de la respectiva resolución. Es decir, mientras conoce los recursos interpuestos por el administrado, el plazo de prescripción no corre. De esta manera,  la Administración Tributaria puede tomarse todo el tiempo que desee para resolver. Por ello, considera que se establece un supuesto de interrupción ilimitada del curso del término de la prescripción, en aquellos casos en que el contribuyente haya ejercido su derecho a impugnar una resolución de cobro. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se concluye que los argumentos de la accionante giran en torno a la idea que el artículo 54 del Código Tributario tiene efectos normativos contrarios a principios constitucionales, particularmente el de seguridad jurídica. Sin embargo, los inconvenientes que expone no se derivan necesariamente de la norma impugnada, sino de la ineficiencia de la administración. Por consiguiente, la solución no radica en anular una norma, sino en obligar a la Administración en cada caso concreto a ajustarse a éstas. Se citan las sentencias: 878-00, 1797-97,  2627-95, 1474-91,  0523-99,  05236-99. SL
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

13994-08. LE NIEGAN RECURSO DE APELACION CONTRA DEPORTACION A MADRE DE MENOR DE EDAD COSTARRICENSE. Señala la parte recurrente que procreó un menor y demandó al padre del niño por pensión alimentaria, pero el padre de su hijo promovió que la deporten para evadir el pago de la pensión alimentaria. Manifiesta que ella es la única representante del menor ante los tribunales y en la Dirección de Migración han violentado el debido proceso en su perjuicio, ya que no puede apelar de la resolución 135-2007-1484-DPL-PME/ivb. Explica que contra esa resolución presentó recurso de revocatoria con apelación en subsidio, que se declaró sin lugar y no le da derecho a acudir a un superior. Manifiesta que la ejecución de esta resolución pondrá en riesgo el derecho de su hijo a recibir pensión alimenticia. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la , en su condición de Subdirectora General de Migración y Extranjería, o a quien en su lugar ejerza el cargo, que de inmediato eleve a conocimiento de la Ministra de Gobernación y Policía, para efectos de su resolución, el recurso de apelación en subsidio planteado por la amparada el 19 de diciembre de 2007 CL
LIBERTAD DE TRANSITO

14606-08. INSTALACION DE AGUJA EN RESIDENCIAL UBICADO EN SANTO DOMINGO DE HEREDIA. Señala la parte recurrente que el Comité de Vecinos de Barrio Yurusti, ubicado en Santo Domingo de Heredia, instaló a escasos 50 metros del Liceo de Santo Domingo una aguja que limita el acceso de vehículos a esa institución educativa.  Con fecha 20 de mayo de 2008, la parte recurrente, en conjunto con la Presidenta de la Junta Administrativa del Liceo de Santo Domingo, presentó ante el Concejo Municipal de Santo Domingo una denuncia formal en contra de la instalación de la citada barrera, sin que a esta fecha se haya resuelto ese reclamo.  Explica que el problema es la ubicación de esa aguja, ya que en caso de una emergencia en la institución -que tiene una matrícula superior a los 1.250 estudiantes-,  la estructura se convierte en un verdadero obstáculo para socorrer a los alumnos y al personal docente y administrativo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso. CL
14163-08. VEHÍCULOS MAL ESTACIONADOS EN PASEO COLON, IMPIDEN EL LIBRE TRANSITO DE LOS TRANSEÚNTES. Señala el recurrente, que  solicito a través de la Asociación de Desarrollo de barrio Pitahaya, la acción de la Municipalidad de San José para "poner en orden" a los propietarios de los vehículos que estacionan sobre una acera en el edificio ubicado en Paseo Colón, avenida 1era, calle 32.  Alega que dichos automóviles dejan la acera totalmente bloqueada, obligando a los transeúntes a caminar por la calle, sin que la autoridad recurrida resuelva los problemas. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de San José, o a quien ocupe su cargo, realizar las gestiones que se encuentren dentro del ámbito de su competencia para que en el plazo de ocho días hábiles, contados a partir de la notificación de esta sentencia, gire las órdenes necesarias y tome las medidas pertinentes para que se garantice un espacio de un metro veinte centímetros de libre paso peatonal en la avenida 0-1, calle 32, 25 metros sur de Kentucky Fried Chicken, que se aprecia en el croquis y en las fotografías que corren agregadas, respectivamente, a folios 23 y 24 de este expediente y que actualmente deja un paso libre de “aproximadamente un metro”, según se desprende del informe del catorce de agosto de dos mil ocho suscrito por el Supervisor de la Municipalidad de San José, que corre a folio 22. CL   

MINORIAS
14595-08. FALTA DE ACCESIBILIDAD A PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EDIFCIO DE LA CORTE EN LIMON. Manifiesta el recurrente que ejerce la función de abogado y notario en la ciudad de Limón. Señala que el edificio de los Tribunales de Justicia en ese lugar carece de ascensores, lo que le impide acceder a los despachos judiciales que se ubican en el segundo y tercer piso del edificio, situaciones respecto de la que igualmente tiene problemas en el Juzgado Penal. Estima que los hechos impugnados violentan lo dispuesto al efecto en la Ley N° 7600. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Corte Suprema de Justicia, que en el término improrrogable de seis meses, contado a partir de la notificación de esta resolución, tome las medidas que sean necesarias para garantizar el acceso de todas las personas con discapacidad a aquellas áreas que sean de acceso al público en las edificaciones de los Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y el Juzgado Penal de Limón. CL

14588-08. FALTA DE ACERA PARA PERSONAS CON DISCAPCAIDAD. Señalan los recurrentes que son vecinos de la Urbanización El Atardecer, en Quircot de San Nicolás de Cartago. Indica que su hijo padece parálisis cerebral,  por lo que hay que trasladarlo en silla de rueda hasta  el centro educativo, pero la condición de la calle le impide su traslado , dado que se encuentra  en muy mal estado, así como las aceras de esta, pero la autoridad recurrida no hace nada por corregir el problema. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Alcalde y Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Cartago, que en el plazo de seis meses, contado a partir del recibo de esta notificación, se ejecute la construcción y reparación de las carreteras y aceras de la cuarta etapa de la Urbanización El Atardecer, en Quircot de San Nicolás de Cartago, de conformidad con las especificaciones contenidas en la Ley número 7600 y su reglamento, con miras a que el amparado disfrute plenamente de su derecho fundamental a la igualdad y a la educación. CL
13647-08 EDIFICIO MUNICIPAL SIN ACCESIBILIDAD PARA PERSONAS CON DISCPACIDAD. Alega el recurrente que las autoridades recurridas han lesionado su  derecho a la igualdad de oportunidades y a la no discriminación, toda vez que el  edificio en el que se ubica la Oficina de Control Vial no cumple las condiciones de accesibilidad para las personas que presentan algún tipo de discapacidad. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Alcalde de la Municipalidad del Cantón Central de San José y al  encargado de Control Vial de manera inmediata, giren las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia, para que en el plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, las instalaciones en que se encuentra la oficina de Control Vial de la Municipalidad recurrida, cuente con las condiciones mínimas de accesibilidad para personas con alguna discapacidad. CL
MUNICIPALIDAD
14587-08. ASFALTO A CAMINOS VECINALES EN LA CARPIO. El recurrente alega que el Alcalde Municipal de San José  prometió en campaña política ayudar para el asfaltado de los caminos de la comunidad de la Carpio en la Uruca, lo cual no se cumplió. Señala que como miembros de la comunidad necesitan a la mayor brevedad ese asfaltado, dado que por dichos caminos transitan muchas personas, especialmente los niños, a los cuales en la época  de invierno se les dificulta más y perjudica también a las personas de la tercera edad, las cuales  necesitan  trasladarse en  ambulancia, o bien, no se puede ingresar a fin de recogerlos, debido a que los caminos permanecen en pésimas condiciones. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de San José, o a quien ocupe su cargo, que proceda de inmediato a coordinar las acciones necesarias para que en el plazo de ocho meses se habiliten y reparen los caminos de la comunidad de La Carpio, de conformidad con las especificaciones de orden infraconstitucional que rigen la materia y, además, en estricto apego a los requisitos establecidos en la Ley número 7600 y su reglamento, con miras a que el recurrente y los habitantes de la mencionada localidad transiten por las carreteras de ese lugar sin que se vean amenazados sus derechos fundamentales a la vida, salud o integridad física. CL

14176-08. SE ORDENA A MUNICIPALIDAD DE ABANGARES  ARREGLAR  LA CALLE. Alega el recurrente que la vía de acceso a su comunidad se encuentra en pésimas condiciones y es casi intransitable, debido a que desde ya hace 5 años, a pesar de contarse con un presupuesto de 19 millones de colones, ese dinero no ha sido invertido por la Junta Vial Cantonal de Abangares para mejorar la vía por razones de índole administrativa. Alega que la carretera es de suma importancia, la ruta tiene mide 11 kilómetros y se comunica con otras tres comunidades.  Sin embargo, el deterioro de la vía es tal, que de no arreglarla los habitantes de la región se quedaran sin Transporte Público y Servicios de Emergencias como los Bomberos, la Cruz Roja y el CNE, entre otros. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Abangares y Presidente de  la Junta Vial Cantonal de Abangares, que de forma inmediata y dentro del marco de sus atribuciones y competencias, y en coordinación con las instituciones correspondientes realicen todos los actos necesarios para enderezar el procedimiento licitatorio y de esa forma solucionar el problema asfáltico en el camino 5-07-012 012 Ent N.18 La Palma, San Joaquín-Ent N18 Pueblo Nuevo con 6.2 Km, Proyecto Ord. N.10. Se ordena a la Contraloría General de la República, que no autorice el presupuesto ni ninguna modificación presupuestaria para el siguiente presupuesto, proveniente de la Municipalidad de Abangares, si no incluye las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo. CL
14186-08. PLAN REGULADOR DE ESCAZU. Acción de Inconstitucionalidad contra del Plan Regulador de Escazú. Argumentan que las propiedades inmuebles ubicadas en la Zona Protectora de Escazú están sujetas a un régimen legal específico y se pretende modificar y reglar territorios excluidos del ámbito municipal, de manera que no permite el uso del terreno en los mismos términos que sí tolera el artículo 37 de la Ley Orgánica del Ambiente, además, consideran que las limitaciones que impone el artículo 16 son desproporcionadas e irracionales, que lesiona del derecho de propiedad. Finalmente, aducen que el plan regulador crea una situación desigualdad ante la ley entre los dueños de inmuebles ubicados en Escazú y los dueños cuyas propiedades también se ubican en la misma zona protectora, pero en otros cantones. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se rechaza de plano el recurso. RP
13646-08. SE ORDENA A MUNICIPALIDAD DE CARTAGO ARREGLAR PUENTE SOBRE RIO TOYOGRES. La queja de los recurrentes ante este Tribunal se dirige, fundamentalmente, contra la inacción de varias instituciones públicas ante el estado defectuoso del puente sobre el Río Toyogres, en el cantón de Oreamuno de Cartago. Se declara parcialmente con lugar el recurso contra la omisión de la Municipalidad de Oreamuno de Cartago de reconstruir el puente sobre el río Toyogres. Se ordena al Alcalde Municipal de Oreamuno, y a la Presidenta del Concejo Municipal de Oreamuno de Cartago, disponer lo necesario para iniciar la reconstrucción del Puente sobre el Río Toyogres, en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia. Se ordena a la Contraloría General de la República, en la persona del Gerente de Área de Servicios Municipales, que no autorice el presupuesto ni ninguna modificación presupuestaria para el dos mil nueve, proveniente de la Municipalidad de Oreamuno si no incluye las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo. En cuanto al Instituto Costarricense de Electricidad se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
PENSIONES ALIMENTARIAS

13817-08.- FACULTAD DEL APODERADO ESPECIAL JUDICIAL PARA FIRMAR ORDEN DE APREMIO CORPORAL. Señala el recurrente que en su contra se tramita proceso de pensión alimentaria. Indica que la autoridad accionada ha decretado órdenes de apremio corporal, empero, las mismas han sido requeridas por una apoderada especial judicial de la actora. En ese sentido, comenta que no ha existido gestión de uno de los beneficiarios, quien es mayor de edad, por lo que no  es posible que un apoderado especial judicial acuda a firmar las órdenes de apremio en contra del recurrente, toda vez que la obligación alimentaria es un derecho personalísimo que debe ser ejecutado por el beneficiario del mismo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL.

13819-08. APREMIO CORPORAL EN CONTRA DE PERSONA DISCAPACITADA. NO SE LE PUSO TRADUCTOR. Señala el recurrente que la amparada es una persona discapacitada, es sordo muda. Que el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Desamparados, le impuso de manera provisional el pago de sesenta mil colones mensuales por concepto de pensión a favor de sus tres hijos, sin tomar en consideración que debido a su discapacidad, ella no puede trabajar. La competencia de esta Sala se limita a valorar si en el proceso realizado a efecto de imponer la obligación se respetaron los derechos fundamentales de las personas, y en especial a los que le corresponden a una persona que tiene algún tipo de discapacidad, siendo uno de los más importantes la presencia de un intérprete en el caso que la persona tenga algún tipo de problema de comunicación. Lo anterior no se realizó en la especie desde un principio, toda vez que no hubo ningún intérprete presente en el momento en el que se le notificó de forma personal la demanda interpuesta en su contra, lo que evidentemente lesiona los derechos fundamentales del amparado. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las once horas del seis de mayo de dos mil ocho, suscrita por el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Desamparados. CL

13820-08. APREMIO CORPORAL POR FALTA DE PAGO DE LA OBLIGACIÓN ALIMENTARIA. FALTA DE FUNDAMENTACION. Señala el amparado que se dictó apremio corporal en su contra en razón de que el monto por concepto de pensión alimentaria es muy elevado y se impuso sin fundamento no resolución alguna. Indica que dicha estimación resulta desproporcionada e irracional atendiendo a su situación económica actual. Manifiesta que su libertad personal esta en juego, ya que no tiene posibilidades económicas a fin de depositar el monto referido por concepto de pensión para el próximo mes de setiembre, a consecuencia de la falta de fundamentación de la resolución judicial que así lo ordena. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución del Juez de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de las 9:00 hrs. de 16 de julio de 2008, en cuanto le impuso al amparado, el pago de una pensión alimentaria provisional a favor de sus hijos. CL

13695-08. FIJACION DE PENSIÓN SIN FUNDAMENTACION. Indica el recurrente que le fue fijada una pensión por ocho millones de colones, suma que considera desproporcionada dado su situación económica que requiere. Señala que la fijación se hizo sólo con lo declarado por la parte demandante. Sobre el tema se cita el voto 8645-08. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anulan las resoluciones de las  11:00 hrs. del 12 de febrero de 2008 así como la de las 15:20 hrs. del 16 de julio del dos mil ocho, ambas dictada por el Juzgado  de Pensiones Alimentarias de Escazú, en el proceso de pensión alimentaria interpuesto en contra del tutelado. CL
PODER EJECUTIVO
14193-08. FABRICACION DE ARMAS. Acción de Inconstitucionalidad contra del Decreto Ejecutivo número 33240-S del 23 de agosto de 2006. La normativa impugnada establece una serie de especificaciones sobre extracción de materiales para la elaboración de armas y municiones, sobre los cuales el Ministerio de Salud, puede otorgar permisos a particulares, para desarrollarlas, lo que considera el recurrente violatorio de los instrumentos de derecho internacional aprobados por Costa Rica, sobre la no proliferación nuclear, así como en contra de la obligación contraída por el país mediante su intervención en el caso relacionado con la "legalidad del uso o amenaza del uso de las armas nucleares".  Estima que lo acordado por el Poder Ejecutivo, mediante el decreto impugnado, va en detrimento del derecho fundamental de los costarricenses a la paz reconocido por la Sala Constitucional en la sentencia 2004-9992 de las 14:30 horas del 8 de setiembre del 2004 y recogido en la Declaración del Derecho de los pueblos a la Paz, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en resolución 39/11 del doce de noviembre de 1984. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, la Sala no puede menos que estimar que la inclusión en un catálogo de actividades permitidas -y sobre las que, al fin y al cabo, se confiere competencia al Ministerio de Salud para autorizar a particulares a desarrollarlas- de la combinación de temas que se expone en la presente acción de inconstitucionalidad (extracción de uranio y torio; elaboración de combustible nuclear y fabricación de reactores nucleares) resulta contraria al valor de la paz por sus posibles vínculos con la actividad bélica, así como al derecho al medio ambiente sano, en la medida en que sus consecuencias perjudiciales en el campo ecológico y de la salud humana y, por ende, es inconstitucional su previsión en un catálogo de posibles actividades a autorizar por una instancia pública. Se declara con lugar la acción. Se anulan los apartados 1200 Extracción de Minerales de Uranio y Torio, 2330 Elaboración de Combustible Nuclear, y 2813 Fabricación de Generadores de Vapor del Anexo #1 del Decreto Ejecutivo #33240-S del 30 de junio del 2006, todo sin perjuicio de lo dicho en el último considerando. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. CL
14004-08. NIEGAN ENTREGA DE PREMIO GANADO EN LOTERIA NACIONAL. Alega el recurrente que la Junta de Protección Social no le paga al amparado el premio mayor de lotería del sorteo realizado el dieciséis de diciembre del dos mil siete, por considerar el reclamo caduco. El recurrente argumenta que la decisión de la Junta es inconstitucional, puesto que aplicó un plazo de caducidad, cuando lo que cabe es aplicar plazos de prescripción. En efecto, si bien el artículo 4 de la Ley de Loterías establece un plazo de caducidad, la Ley respectiva solo dispone  que no se entreguen premios prescritos. De esta manera, se deben aplicar los plazos de prescripción de los artículos 868, 869 y 870 del Código Civil. Con su interpretación, la Junta aplica un reglamento en contra de lo que dispone la ley y por tanto violó, en perjuicio del amparado, el artículo 129 constitucional, que establece que nadie puede alegar ignorancia de la ley, así como el derecho de propiedad. Se declara con lugar el recurso. Por mayoría, se ordena al Apoderado Generalísimo y Gerente General, ambos de la Junta de Protección Social de San José, que en forma inmediata a la comunicación de este pronunciamiento giren las órdenes correspondientes para que se le entregue al recurrente, el premio correspondiente al sorteo de lotería efectuado el dieciséis de diciembre de dos mil siete, correspondiente a las fracciones con el número 61, serie 598. Los Magistrados Vargas, Abdelnour y Salazar salvan el voto y otorgan plazo al recurrente para formular la acción de inconstitucionalidad correspondiente. CL
PODER JUDICIAL
13843-08. DISPOSICIONES SOBRE EXTRACCIÓN DE MATERIALES DE CANTERAS Y CAUSES. CONFLICO REMITIDO POR EL JUZGADO CONTENCIOSO.  Conflicto de Competencia. Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda del Segundo Circuito Judicial, Goicoechea, respecto al conocimiento de acción de inconstitucionalidad. Este asunto fue pasado por resolución 1195-08 del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda del II Circuito Judicial. Se acusa que la norma establece nuevas disposiciones sobre la extracción, uso de materiales, estudios de impacto ambiental, etc, mediante normas de rango inferior. Señala la Sala que la presente acción resulta inadmisible por cuanto no constituye formalmente un proceso de acción de inconstitucionalidad. Tampoco constituye este asunto una consulta judicial, por cuanto en este caso la juzgadora  no formula ninguna duda fundada sobre la constitucionalidad de una norma o acto que deba aplicar, o de un acto, conducta u omisión que deba juzgar en un caso sometido a su conocimiento, de conformidad con el artículo 102 de la ley de la Jurisdicción Constitucional. Por lo expuesto en la sentencia, se indica que lo pretendido en esta oportunidad por la juzgadora, resulta manifiestamente improcedente. Tampoco se acredita la existencia de un conflicto de competencia, como erróneamente lo plantea la citada juzgadora. En reiteradas ocasiones, este Tribunal ha señalado que el determinar si  una norma reglamentaria contraviene o excede lo establecido en una  ley, es una discusión que  no corresponde ser dilucidada en esta sede constitucional, salvo en aquellos casos en los que se considere  que la norma reglamentaria vulnere algún derecho fundamental. En virtud de lo expuesto, se impone rechazar de plano la acción, ordenando desglosar la causa número 07-001318-0163-CA y remitirla al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, para que se continúe con el trámite del proceso.  Se rechaza el conflicto de competencia planteado por el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, y se devuelven los autos. RP
PRIVADOS DE LIBERTAD
14379-08. USO DE TELEFONO POR PARTE DE PRIVADO DE LIBERTAD PARA PROGRAMA DE RADIO. Alega el recurrente que se violenta y censura su derecho de expresión y uso del teléfono público del ámbito A-4 de la cárcel, para prohibirle hablar de la palabra de Dios y la Biblia en su tiempo de uso de teléfono público, como todo privado de libertad, e impedirle que durante 30 minutos, todos los días de lunes a viernes, de las 9:00 a las 9:30 horas hable al Pueblo de Costa Rica de la palabra de Dios y su mensaje. Explica que fue invitado por la emisora "Radio Centro 96.3" para que durante su  tiempo de uso del teléfono público, en su ámbito carcelario, hablara de la Palabra de Dios y su mensaje, con el fin de que la juventud y la familia costarricense entendieran que solo al buscar a Dios y permanecer con Él se puede hacer una mejor Costa Rica y evitar tanta violencia intrafamiliar.  Alega que, sin embargo, sin justificación alguna se le limitó la libertad de expresión y el uso del teléfono público para hablar de Dios, y que no hay excusa para esta censura previa.  En este caso, las autoridades del Centro Penitenciario recurrido, señalan que el amparado acordó la realización del mencionado programa radiofónico con una persona ajena a la institución, y sin previa autorización de las autoridades penitenciarias, pese que ello exigía utilizar un teléfono público que está dispuesto para ser utilizado por todas las personas recluidas en el mencionado ámbito penitenciario. Con el agravante que la pretensión del amparado es utilizarlo, de forma periódica, por un espacio de tiempo mayor al ya autorizado para cada privado de libertad, que es de 15 minutos al día. El informante también explica que ese plazo máximo de 15 minutos por día responde al tamaño de la población penitenciaria ubicada en el citado ámbito, y tiene como fin garantizar que cada privado de libertad tenga posibilidad de acceder a dicho medio de comunicación, de forma equitativa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se concluye que las regulaciones sobre el uso de teléfono, lo que procuran es garantizar a todos los privados de libertad el poder ejercer su derecho de contacto con el mundo exterior, en condiciones de igualdad y sin discriminación alguna. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar el amparo con sus consecuencias. SL
SERVICIOS PUBLICOS
14095-08. NO SUMINISTRO DE AGUA POTABLE PROVOCA CONTAMINACIÓN  EN RESIDENCIAL DE LIMON. Señalan los vecinos del Residencial Caribe en Limón, que han presentado constantes denuncias a la Municipalidad por problemas con tanques sépticos y el alcantarillado sanitario; sistema de aguas residuales a cielo abierto; tanques sépticos a dos metros de la cocina de cada de habitación; rebalse de aguas negras por toda la comunidad; ingreso de camiones pesados y furgones que dañan las aceras, caños y demás infraestructura vial; tragantes fluviales obstruidos; no tienen agua potable ya que la Municipalidad indica que no puede ordenar a Acueductos y Alcantarillados, para que les de el servicio pues la urbanización no está formalmente entregada a la corporación recurrida. Se declara con lugar el recurso. Se ordena, se ordena Alcalde y el Presidente del Concejo Municipal de la Municipalidad de Limón que en el plazo de seis meses contado a partir del recibo de esta notificación se ejecute la construcción del acueducto en la urbanización El Caribe, la cual debe cumplir con las exigencias técnicas propias de los sistemas de acueductos y alcantarillados que establece el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados.  Para ese efecto, deberán los funcionarios indicados encargarse de que el ente municipal realice la coordinación necesaria con ese Instituto, con miras a que la amparada y demás habitantes de ese complejo habitacional disfruten de su derecho fundamental a un buen servicio público de agua potable.  De igual forma, se ordena a esos funcionarios que en el mismo plazo la Municipalidad de Limón realice la labor de coordinación que el caso amerite con el Ministerio de Salud y con el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados (de ser necesario), así como ordenen ejecutar y controlen que se cumplan las medidas que técnicamente corresponda con el fin de que el problema de tratamiento de aguas residuales y negras que se verifica en la urbanización El Caribe, se solucione en forma integral. A la Ministra de Salud se le ordena que en el plazo de un mes contado a partir del recibo de esta comunicación, las autoridades locales de ese órgano emitan las órdenes y dicten las resoluciones que técnicamente sean necesarias, con el fin de que tanto la Municipalidad de Limón como los sujetos de derecho privado que habitan en la urbanización El Caribe cumplan a cabalidad las disposiciones de la Ley General de Salud que son de aplicación para solucionar los problemas que son objeto de este amparo, para lo cual deberán esas autoridades realizar un seguimiento estricto con el fin de que, en caso de incumplimiento, se apliquen las sanciones que el ordenamiento jurídico establece. CL 

14092-08. CONTAMINACION DE MANTOS ACUIFEROS EN EL CANTON DE CARRILLO. Alegan los recurrentes, vecinos de Carrillo Guanacaste, que sus derechos fundamentales han sido violados por las autoridades competentes del manejo del recurso hídrico, toda vez que han realizado una mal manejo del mismo, desatendiendo, en muchos casos, los requerimientos legales para la construcción de proyectos turísticos de gran magnitud, por lo que temen con la escasez,  agotamiento y contaminación de los acuíferos de la zona. Se declara parcialmente con lugar el recurso en virtud del principio in dubio pro natura, únicamente por la duda en cuanto a la afectación ambiental del manto acuífero de la zona costera de Playas del Coco, Ocota, Panamá y Hermosa. Se ordena al Jefe del Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente y Energía, a Bernal Soto Zúñiga, en su calidad de Gerente General del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas Riego y Avenamiento, al Secretaria General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, al Gerente del Instituto Costarricense del Acueductos y Alcantarillados, y al Alcalde de la Municipalidad de Carrillo, que dentro del marco de sus competencias y atribuciones, coordinen los estudios técnicos necesarios que permitan conocer la condición actual de los mantos acuíferos que abastecen las comunidades del Playas del Coco, Ocotal, Panamá y Hermosa, y que permitan una proyección adecuada para determinar una uso racional y sostenible del recurso hídrico, considerando que los acuíferos de las zonas costeras son altamente vulnerables. Además se ordena paralizar la perforación de nuevos pozos en estos acuíferos hasta tanto no se cuente con una planificación hídrica que permita hacer las proyecciones adecuadas para no sobreexplotar los mantos acuíferos. CL
13661-08. NIEGAN SERVICIO DE AGUA POTABLE. Señala el recurrente que no le conceden el servicio de agua en San Isidro de Pérez Zeledón, en un acto que carece de fundamentación, pues si bien es cierto, aduce que existe un desabastecimiento de agua, no indica el sustento técnico en que se basa la determinación de limitar el otorgamiento de servicio de agua no domiciliares, aunado a que no se indica cuál autoridad adoptó esa determinación y que tampoco se indica el plazo en que se dará solución al problema y si existe o no una solución alternativa para paliar los inconvenientes ocasionados, omisiones que estima contrario a lo dispuesto en el artículo 39 de la Constitución Política y al principio de buen funcionamiento de los servicios públicos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la en su calidad de Jefe de la Oficina Cantonal del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, gestionar lo necesario para que se realicen los estudios técnicos que correspondan a efecto de solucionar el problema de acceso de agua potable en el inmueble del recurrente. Lo anterior dentro del plazo de dos meses contado a partir de la notificación de la presente sentencia.  CL

SUJETO DE DERECHO PRIVADO
14166-08. EXPULSION DE ASOCIACION SIN DEBIDO PROCESO.  Señala el recurrente que es miembro de la Asociación Costarricense de Taekwondo desde 1983, fecha desde la cual se ha desempeñado en diferentes cargos dentro de la Junta Directiva, siendo que en la actualidad fungía como Vicepresidente.  Manifiesta que dentro de las actuaciones de la Junta Directiva ha notado una serie de irregularidades, por lo que externo su preocupación al respecto, no obstante, el ambiente hacia el recurrente ha sido muy hostil por parte de los miembros de la Junta, siendo que incluso se le impide participar en seminarios, actividades deportivas y hasta en recibir reconocimientos dados a todos los miembros de la Junta y hasta se ordena la expulsión de la misma, sin darle el derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso. Se anula el procedimiento de expulsión del recurrente como asociado de la Asociación Costarricense de Taekwondo, el cual deberá reponerse con observancia de los estatutos internos de la agrupación y del principio del debido proceso. CL
13451-08. DISCRIMINACION DE EXTRANJEROS EN PROGRAMA DE TELEVISION. Alega el recurrente que la empresa Televisora de Costa Rica Sociedad Anónima está promoviendo el programa denominado “Bailando por un sueño” cuyo fin es cambiar la vida de una persona haciendo realidad un sueño de carácter social.  Indica que entre los requisitos que solicita la recurrida para participar se encuentra el de ser costarricense, lo que estima viola el principio de igualdad y no discriminación por la nacionalidad de las personas, ya que a los extranjeros que residen en el país no se les permite participar.  En este caso, señala la Sala que el recurso de amparo se encuentra sometido a requisitos de admisibilidad mínimos, entre ellos que exista un sujeto en concreto que sufra una amenaza o violación a sus derechos fundamentales, lo cual no se da en este caso concreto. RP
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